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Proceso  Ordinario 

Demandante C&F International S.A. 

Demandados GMP Productos Químicos S.A.  

Radicado  No. 05001-31-03-005-2010-00259-01 

Procedencia Juzgado Diecinueve Civil del Circuito de Medellín 

Instancia Segunda 

Ponente  Luís Enrique Gil Marín 

Asunto Sentencia No. 002 

Decisión  Revoca 

Tema  Responsabilidad civil extracontractual 

Subtemas  Actividades peligrosas. Relación causal. Causa del 

daño que se endilga a la demandada. Carga de la 

prueba. Causa extraña. Jurisprudencia.  

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR 

 

SALA SEGUNDA DE DECISION CIVIL 

 

Medellín (Ant.), ocho de febrero de dos mil veintidós  

 

I. OBJETO 

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por las partes y 

la llamada en garantía, contra la sentencia proferida por el 

JUZGADO DIECINUEVE CIVIL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLÍN, en el proceso Ordinario instaurado por la 

sociedad C&F INTERNATIONAL S.A., en contra de la 

persona jurídica GMP PRODUCTOS QUÍMICOS S.A. 
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II. ANTECEDENTES 

 

Pretensiones: Luego de presentada la demanda, de ser 

sustituida y, finalmente reformada, a la final como 

pretensiones se invocan las siguientes: Declarar a los 

demandados civil y extracontractualmente responsables por 

los daños causados a la demandante y, consecuentemente, 

que sean condenados a pagar $4.372.039.672,oo por daño 

emergente y lucro cesante, indexados con fundamento en el 

índice de precios al consumidor. 

 

Elementos fácticos: Como soporte de estos pedimentos, en 

esencia esgrime los siguientes hechos: El 14 de diciembre de 

2008, a las 11:30 p.m., se reportó un incendio de grandes 

proporciones en la bodega ubicada en la carrera 52 No. 7Sur-

96 de Medellín, donde funcionaba y funciona el 

establecimiento de propiedad de la sociedad demandada para  

almacenar productos químicos; principalmente, materias 

primas para la alimentación, agricultura, farmacología, 

cosmética y automoción; el incendió se propagó y según 

reporte de Metro Alarmas, a las 3:24 a.m. del día siguiente 

(15 de diciembre), las llamas alcanzaron el inmueble de la 

calle 8BSur No. 51A-48, ocupado por la sociedad 

demandante, como bodega de almacenamiento de 

mercancías para la venta, consumiendo parte significativa de 

la bodega y mercancías por un valor total de 

$8.350.488.655,oo; la pretensora comunicó a la aseguradora 

Seguros Comerciales Bolívar S.A., la ocurrencia del siniestro 

y formuló la correspondiente reclamación; el ajuste lo realizó 

la ORGANIZACIÓN NOGUERA CAMACHO ONC – Ajuste 
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Limitada, encargada para tal efecto por la compañía de 

seguros, ésta pagó a la demandante $3.978.448.990,oo; una 

vez descontada la suma cancelada por la aseguradora, las 

pérdidas ascienden a $4.372.039.665,oo; además, la 

actividad de bodegaje desarrollada por la demandada es 

peligrosa porque algunos productos presentan gran 

volatilidad y generan un riesgoso confinamiento de gases; de 

su parte, existió negligencia porque no dio el mantenimiento 

adecuado y oportuno a las instalaciones eléctricas de la 

bodega, siendo la del aire acondicionado la que presentó una 

avería y causó el incendio, según informe del señor Rafael 

Martínez Sánchez; tampoco contaba con las herramientas o 

instrumentos técnicos de seguridad industrial que permitieran 

una oportuna detección y aviso del incendio para evitar su 

propagación a locales o inmuebles aledaños; obsérvese, que 

el incendio en la bodega de la accionada fue reportado a las 

11:30 p.m., del 14 de diciembre de 2008 y en la bodega 

ocupada por la pretensora a las 3:24 a.m., del día siguiente.   

 

Admisión: Una vez admitida la demanda y su sustitución, se 

notificó a la sociedad demandada, quien la replicó, se opuso 

a las pretensiones y propuso las siguientes excepciones: (i) 

GMP tuvo la diligencia y cuidado adecuados para 

prevenir y enfrentar el riesgo de un incendio; (ii) la 

causa del incendio no provino del interior de la bodega 

y no hay culpa alguna de GMP que sea su causa; (iii) la 

causa del incendio provino del exterior de la bodega y 

no de los productos de GMP; (iv) la causa del incendio 

constituye una causa extraña tanto para GMP como 

para C & F y, (v) participación causal eventual del 

demandante C&F. 
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Objeción al juramento estimatorio: Porque se presentó 

bajo los parámetros de la Ley 1395 de 2010, esto es, antes 

de entrar en vigencia el art. 206 del C.G.P.; la cuantía 

pretendida no coincide con la certificación del revisor fiscal, 

ni con la señalada al momento de citar a la audiencia previa 

de conciliación; la demanda discierne el monto del daño 

emergente y lucro cesante en el hecho cuarto y, luego refiere 

a una suma única que indemnizó la aseguradora, sin 

discriminar ambos conceptos, lo que impide saber que parte 

del daño emergente o del lucro cesante no fue indemnizado; 

además, la existencia del daño emergente y del lucro cesante 

lo debe acreditar la pretensora. 

 

El extremo activo presentó reforma a la demanda para  

determinar y precisar que el monto por daño emergente 

asciende a $4.251.477.254,oo y por lucro cesante, a 

$1.877.622.358,oo, para un total de $6.129.099.612,oo; de 

los cuales la aseguradora pagó $3.978.448.990,oo; de 

acuerdo a las pérdidas que sufrió quedó pendiente de pago la 

suma de $2.150.650.622,oo; igualmente, modificó la 

pretensión segunda para que se condene a la demandada a 

pagar a la demandante $2.150.650.622,oo, por concepto de 

daño emergente y lucro cesante. 

 

El extremo pasivo replicó la reforma a la demanda y se opuso 

a las pretensiones; frente a la objeción al juramento 

estimatorio señaló que no se explica por qué la aseguradora 

no indemnizó la totalidad de los perjuicios a pesar que 

estaban amparados en la póliza; además, existen varias 

imprecisiones frente a los valores que se reclaman y las 
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pruebas aportadas; se solicita una suma única por daño 

emergente y lucro cesante, sin discriminar qué valor 

corresponde a cada concepto. 

 

Llamamiento en garantía: La sociedad demandada llamó 

en garantía a la aseguradora MAPFRE SEGUROS DE 

COLOMBIA S.A., para que en el evento de una condena en su 

contra, efectué las erogaciones dinerarias a que hubiere 

lugar, en virtud del contrato de seguro que los vincula. 

 

Para el llamamiento en garantía, como soporte señala que la 

llamada celebró un contrato de seguro de responsabilidad civil 

extracontractual, contenido en la póliza No. 2901306000142, 

expedida el 20 de enero de 2008 y con vigencia del 17 de 

diciembre de 2007 al 16 de diciembre de 2008; la póliza 

ampara la responsabilidad en la que pueda incurrir la llamante 

como consecuencia de sus actividades y operaciones, 

incluyendo el incendio y la explosión, con un límite asegurado 

de $1.253.000.000,oo, con un deducible del 20% de la 

pérdida; la cual se encontraba vigente para el 14 de diciembre 

de 2008, fecha del siniestro (véase folios 30 y 31 cuaderno 

2). 

 

Admitido el llamamiento en garantía (folios 34 cuaderno 2) y 

notificado a la llamada, se pronunció frente a la demanda 

inicial, se opuso a las pretensiones y como medios de defensa 

propuso los siguientes: (i) el almacenamiento de 

productos químicos no es una actividad peligrosa en si 

misma; (ii) ausencia de nexo causal; (iii) diligencia 

empleada por GMP Productos Químicos S.A.; (iv) el 

incendio se presentó por una causa extraña que rompe 
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el nexo causal; (v) excesiva tasación de perjuicios y, 

(vi) reducción de la indemnización. Frente al llamamiento 

en garantía formuló las siguientes excepciones: (i) límite 

asegurado; (ii) exclusiones pactadas; (iii) deducibles y, 

(iv) improcedencia de costas del proceso y agencias en 

derecho a cargo de la aseguradora. Por último y, en torno 

a la reforma a la demanda, esgrimió como excepción la 

“Excesiva tasación de perjuicios”. 

 

Objeción al juramento estimatorio: El juramento 

estimatorio no se puede tener como prueba de la estimación 

de los perjuicios, porque la actora los debe acreditar mediante 

otros medios de convicción; además, el lucro cesante se 

calcula sobre un ingreso que no está demostrado y no se 

discrimina el valor pretendido por daño emergente y por lucro 

cesante; se debe dar plena aplicación al art. 206 del CGP. 

 

Sentencia: Se profirió el 21 de junio de 2019, con la 

siguiente resolución: 

 

“Primero: Declarar no probadas las excepciones propuestas 

frente a la demanda. 

 

“Segundo: Declarar civil y extracontractualmente 

responsable a GMP Productos Químicos S.A. de los perjuicios 

ocasionados a C&F International S.A., conforme lo expuesto 

en la parte motiva de esta providencia.  

 

“Tercero: En consecuencia, se condena a GMP Productos 

Químicos a pagar a la demandante, la suma de 

$1.194’638.898 (bis) por concepto total de perjuicios 
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patrimoniales en sus modalidades de daño emergente y lucro 

cesante; debidamente indexados al momento del pago.  

 

“Cuarto: Tener por no probadas las excepciones presentadas 

respecto al llamamiento en garantía. En consecuencia, se 

condena a Mapfre Seguros Colombia S.A., en virtud de la 

póliza No. 2901306000142, a reembolsar a Gmp (bis) 

Productos Químicos la suma de $955’711.118. Adicional a 

lo anterior, conforme el artículo 1128 del Código de comercio, 

deberá asumir los respectivos costos del proceso que se 

impongan a cargo de dicha demandada.  

 

“Cuarto: (bis) Condenar a C&F International S.A. a pagar en 

favor de la demandada, la suma de $95’601.172 por 

concepto de sanción por el exceso en el juramento 

estimatorio. 

 

“Quinto: Se condena en costas y agencias en derecho a la 

parte demandada en favor de la demandante. Como agencias 

en derecho se fija la suma de Veinte Millones de Pesos 

($20’000.000)”. 

 

Para soportar esta decisión empieza abordando los 

presupuestos axiológicos de la responsabilidad civil 

extracontractual. Del hecho dañoso, indica que en el acta 

expedida por el Cuerpo de Bomberos de Medellín, del 14 de 

diciembre de 2008, a las 23:30 horas, se reportó un “Incendio 

de grandes proporciones en fábrica de productos químicos, 

resultando afectadas tres empresas: la de productos 

químicos, una de textiles y otra de utensilios para el hogar…”; 

concuerdan las partes en que la deflagración afectó las 
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instalaciones ocupadas por ambas sociedades, lo que fue 

corroborado por el testigo Cesar Augusto Ricaurte Gaviria, 

subcomandante del Cuerpo de Bomberos de Medellín y de lo 

que igualmente da cuenta, el comunicado emitido por 

Segurtec; el togado de la encausada en los alegatos de 

conclusión, colige que cerca de las 23:30 horas del 14 de 

diciembre de 2008, se originó un incendio en la bodega 

ocupada por GMP Productos Químicos, que activó las alarmas 

instaladas por Segurtec, quien dio aviso a la línea de 

emergencias en virtud de lo cual acudió el Cuerpo de 

Bomberos de Medellín intentó controlar las llamas; además, 

como lo señaló dicha entidad y lo confirmó la empresa Metro 

Alarmas, el fuego se propagó a la bodega ocupada por C&F 

Internacional, cliente de ésta última;  de estos hechos 

también dio cuenta el declarante Ernesto Chavarro, gerente 

de seguridad de C&F Internacional; quedando de dicha forma 

establecido que el incendio se originó en la bodega ocupada 

por GMP y se propagó a la ocupada por C&F Internacional, de 

donde lo referente al hecho dañoso se tiene por superado. 

 

Frente al daño, precisó que el informe presentado por Metro 

Alarmas, da cuenta que el incendió no solo calcinó el inmueble 

ocupado por la demandante sino la mercancía que allí estaba 

almacenada; lo que fue ratificado por el testigo Ernesto 

Chavarro, quien expresó que fue imposible rescatar los 

artículos que se encontraban al interior de la bodega; a más 

de lo señalado por el testigo Carlos Alberto Montoya Londoño, 

quien hizo parte del “equipo que asumió la puesta en marcha 

nuevamente de la empresa” y participó como intermediario 

de seguros en los procesos de ajuste del siniestro; queda así 

establecido el daño padecido por la pretensora, traducido en 
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la incineración de la mercancía y demás elementos que 

ocupaban la bodega hasta donde se propagó el fuego 

originado en la bodega de la demandada; dando por superado 

el referido presupuesto. 

 

En cuanto al nexo causal, precisa que como viene de 

indicarse, para el momento de los hechos la demandada se 

encontraba desplegando una actividad peligrosa; como es el 

almacenamiento de sustancias químicas en una bodega 

continua a la de la pretensora y, justamente, allí se originó la 

conflagración; tanto el concepto emitido por la experta 

ingeniera química como el de la ingeniera industrial, dejan 

entrever la posibilidad de que se genere un incendio cuando 

se almacenan productos químicos; lo que el Juzgado 

encuentra de recibo y que posibilita la atribución de la 

responsabilidad que se debate en cabeza de la pasiva; es 

decir, el daño ocasionado al extremo activo es plausible de 

ser imputado a la pasiva, toda vez, que los elementos que 

tenía almacenados, eran productos químicos y varios de ellos, 

por sus varias características, eran susceptibles de ocasionar 

incendios; de ahí que se debe determinar si la actividad 

económica desplegada por el extremo pasivo, observaba las 

directrices legales y se  desarrollaba con la debida diligencia 

y cuidado. La enjuiciada, al dar respuesta a la demanda 

afirmó que el incendio se originó por una causa extraña, esto 

es, “… un globo encendido que cayó por azar en el techo de 

GMP, se detuvo en la claraboya a pesar de ser una pendiente 

inclinada, la quebró con el calor y su mecha cayó encendida 

al suelo, donde prendió fuego a los productos. El incendio así 

causado en las bodegas de GMP se extendió, sin culpa de su 

parte, hasta la bodega vecina de C&F.”; hipótesis que no 
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confirmó con los elementos de convicción adosados al 

plenario; esto es, en las investigaciones adelantadas y en los 

informes allegados por las partes; pruebas que pasa a detallar 

en extenso; coligiendo que dichos elementos no permiten 

concluir que la causa del incendio fue la irrupción de un globo 

encendido en la bodega del extremo pasivo a través de su 

techo; ni que el alambre supuestamente hallado en la bodega 

hacía parte de un globo o de cualquier otro objeto, máxime 

que allí también se almacenaban metales como lo indica la 

investigación adelantada por el experto Joseph Ellington; 

amén, que ni el experto ni los investigadores privados, dan 

certeza de que fue a partir de un globo que se inició el 

incendio; es más, tampoco se puede afirmar de manera 

categórica como lo señaló el investigador Rafael Martínez, que 

se trató de una falla eléctrica en un equipo de aire 

acondicionado porque ello obedece a su parecer; además, 

esta teoría se desdibuja en atención a lo afirmado por el 

testigo Manuel Alberto Builes Hurtado, en cuanto a que las 

instalaciones eléctricas se habían cambiado recientemente 

por unas nuevas que cumplían con la normativa que rige la 

materia; sin que se presente una causa eximente de 

responsabilidad en favor de la pasiva, quedando intacta la 

presunción de culpa en su contra, prevista en el art. 2356 del 

C. Civil; amén, que en el dictamen rendido por la ingeniera 

química conceptuó: “se obtienen incompatibilidades en el 

almacenamiento las cuales se analizan para el riesgo 

incendio, explosión o generación de calor. Si bien, no se 

puede diagnosticar como causa del incendio, dadas las 

múltiples variables que se presentan en un caso como este, 

si (sic) se puede conceptuar que algunos químicos mal 

almacenados, representan riesgos para incendio y/o 
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explosión, y que requerían almacenamiento más adecuado al 

que presentaban al momento del incendio.” En igual sentido, 

la perito, ingeniera industrial observó incompatibilidades en 

el almacenamiento de los productos, aduciendo que éstos 

creaban riesgos que generaban calor, explosión o incendio; 

incluso, tal como lo afirmó el togado de la actora en los 

alegatos de conclusión, el almacenamiento de las sustancias 

químicas favoreció la propagación del incendio; es más, en el 

informe elaborado por el experto Joseph Ellington, indicó: “La 

severidad y esparcimiento rápido del incendio se debió a 

varios factores. El volumen y la naturaleza de los productos 

almacenados dentro de la bodega, después de encendidos, 

permitieron que el incendio se esparciera con rapidez. Las 

cercas livianas de acero que soportaban el techo sobre la 

bodega y los productos almacenados colapsaron rápidamente 

por la gran carga de combustible y la tasa elevada de 

liberación de calor de los productos almacenados en su 

interior. (…)”; a más, que como lo señaló el testigo Omar 

Albeiro Cardona Blandón, quien para el momento de los 

hechos se encontraba en un lugar cercano a las bodegas 

afectadas por el incendio, escuchó “detonaciones muy 

fuertes”, las cuales evidentemente se generaron por los 

productos químicos que el fuego alcanzó y que presentaban 

tal riesgo, como bien los clasificó la experta ingeniera 

química; sin entrar a emitir reproche sobre la diligencia y 

cuidado por ser innecesario; en aras de reforzar el 

argumento, según el cual la causa extraña que pretendió 

enrostrar no alcanza a dar al traste con la presunción de 

culpa, como quiera que solo es una probabilidad, entre 

muchas otras; resulta llamativo que en la comunicación 

emitida por el “DGRD”, señaló que tras una inspección ocular 
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a las instalaciones ocupadas por la empresa GMP Productos 

Químicos S.A., “no se generó visto bueno a dicho 

establecimiento”, desconociendo el motivo que llevó a tal 

determinación; que conforme con lo anterior, no se acreditó 

la existencia de una causa extraña como fuente del hecho 

dañoso; continuando inmune la presunción de culpa en 

cabeza de la demandada y, con ello, la imposición jurídica que 

abrirá paso a la obligación de indemnizar los perjuicios 

causados por parte de la pasiva. 

 

En torno a los perjuicios reclamados, señaló que se pretende 

una indemnización por $2.150.650.622,oo, correspondiente 

a daño emergente y lucro cesante, toda vez, que de la 

totalidad de los perjuicios patrimoniales sufridos por la actora  

por un monto de $6.129.099.612,oo, la compañía de seguros 

luego del ajuste efectuado canceló $3.978.448.990,oo; para 

acreditar los perjuicios pretendidos trajo concepto emitido por 

un profesional en economía, quien rindió declaración al 

interior del proceso, discriminando las pérdidas generadas a 

partir del incendio, explicando lo pertinente al ingreso dejado 

de percibir, aludiendo a lo pagado por la aseguradora y 

señalando como saldo insoluto el reclamado por la 

pretensora; en el informe rendido por la ajustadora a solicitud 

de Seguros Comerciales Bolívar S.A., aseguradora de la 

demandante; determinó como valor por concepto de daño 

emergente $2.314.025.252,oo, previo descuento del 

deducible; hallando una situación de infra-seguro porque las 

existencias afectadas de acuerdo con la información contable 

estaban avaluadas en $2.779.876.977,oo, y el valor 

asegurado ascendía a $2.400.000.000,oo; por lucro cesante 

indicó como valor a indemnizar $1.692.124.756,oo, teniendo 
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en cuenta la disminución de las ventas o ingresos, e 

incrementos en costos de producción y restando el deducible; 

la compañía de seguros por indemnización canceló 

$3.978.448.990,oo, correspondiente a daño emergente y 

lucro cesante; en los reseñados informes se observa una 

diferencia entre las sumas sugeridas por la ajustadora para el 

pago por parte de la aseguradora y las consignadas en el 

informe allegado por el extremo activo; a estos refiere el 

experto Carlos Alberto Montoya Londoño, en la versión que 

rindió; precisa que para arribar a ese dato se tuvo que llegar 

a un acuerdo con la compañía de seguros, atendiendo lo 

establecido en la póliza y no como la contabilidad lo dicta; 

además, el experto calculó los ingresos dejados de percibir 

con base en un porcentaje de utilidad bruta del 54.19%, y la 

ajustadora aplicó un porcentaje del 33.18% que corresponde 

a la disminución de los ingresos, teniendo en cuenta la 

diferencia entre las ventas que esperaban para los meses de 

diciembre de 2008, enero y febrero de 2009, y las ventas 

reales, lo que arrojó el mismo monto $4.099.011.407,oo; en 

el informe que rindió el contador Carlos Castrillón, se advierte 

que durante esas mensualidades las ventas tuvieron una 

variación neta total de $4.119.009.764,oo, y a este valor 

aplicó un porcentaje de utilidad operativa sobre ventas netas 

del 44.53% que aplicado a la referida cifra dio como resultado 

$1.834.225.791,oo, que equivalía a la utilidad proyectada 

dejada de percibir por la pretensora y que será acogida para 

la imposición de la condena por lucro cesante; toda vez, que 

el perito en las aclaraciones explicó de forma satisfactoria de 

dónde obtuvo tal dato; aspecto que no fue objetado por las 

partes quedando incólume el dictamen; lo anterior, a pesar 

de lo señalado por la encausada en cuanto a que su 
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contraparte ejercía una contabilidad irregular, situación que 

fue decantada por el experto en las aclaraciones y 

complementaciones al dictamen; amén, de lo afirmado por el 

testigo Carlos Noguera Camacho; quedando en evidencia que 

la demandante como consecuencia del incendio, perdió la 

posibilidad de vender mercancías, no solo por la afectación 

directa que estas sufrieron, sino porque hasta que no se 

repusieron los catálogos que se incineraron, no contó con el 

elemento fundamental para que su equipo de ventas las 

ofreciera; incluso, el citado testigo afirmó que “el incendio 

consumió la totalidad de la mercancía que se encontraba 

almacenada en esa bodega”, teniendo que adquirir nueva 

mercancía; lo que generó un impacto en el comportamiento 

de las ventas, generando una disminución en sus ingresos, 

según los comportamientos históricos; que al comparar los 

valores del sistema interno de inventarios que maneja la 

actora, con los valores oficiales de los estados financieros y 

los demás documentos fiscales del asegurado “se encontró 

una diferencia importante, siendo menores los valores 

registrados por la contabilidad”, en comparación con los 

registrados en el sistema interno de inventarios; por esta 

razón, Seguros Bolívar consideró que la indemnización la 

efectuaría con apego al valor oficial de los inventarios, es 

decir, el que constaba en los registros contables de la 

pretensora. 

 

En torno al daño emergente, el perito presenta un listado de 

facturas, entre las que se encuentran algunas posteriores a 

la fecha del evento, las cuales arrojan un valor total de 

$1.191.105.183,oo, por concepto de mercancía y, 

adicionalmente, presenta un cuadro donde relaciona otros 
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enseres por $157.281.386,oo y a pesar que todo fue objeto 

de aclaración y/o complementación, no resulta claro si el 

experto alcanzó a corroborar fehacientemente los conceptos 

a imputar al daño emergente, por lo que no ofrece plena 

convicción para determinar el valor de la condena por dicho 

rubro; que resulta pertinente señalar, que como en múltiples 

ocasiones el perito manifestó dificultades para rendir la 

experticia, en vista de la no presentación oportuna de la 

documentación necesaria, el Despacho requirió a la parte 

actora para que prestara la colaboración necesaria; esta 

circunstancia, a más de la cuantificación indiscriminada que 

contiene la demanda y las distintas modificaciones que se 

efectuaron, dejan al descubierto imprecisiones en lo que 

atañe el reseñado concepto y que no pueden ser adoptadas 

en favor del extremo activo; pese a ello, en el informe 

realizado por la Organización Noguera Camacho, se 

discrimina con claridad cada uno de los subconceptos 

integrantes del daño emergente; indicando como valor de las 

mercancías que se perdieron $2.779.876.977,oo; muebles y 

máquinas de oficina $5.080.000,oo; estantería metálica 

$95.228.925,oo; gastos para la preservación de bienes luego 

del evento $15.389.895,oo; otros gastos $29.293.488; 

remoción de escombros $18.965.836 y, gastos de extinción 

del siniestro $98.000.oo, para un total de 

$2.943.933.121,oo; además, se debe indicar que conforme 

con el informe elaborado por el señor Carlos Alberto Montoya 

de la firma Creamos Agencia de Seguros, también se dio la 

pérdida de un montacargas por $30.000.000,oo, que según 

afirmó en su declaración no fue reconocido por Seguros 

Bolívar S.A., por lo que habrá lugar a reconocer por lucro 

cesante $2.973.933.121,oo; así las cosas, la sumatoria total 
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por perjuicios patrimoniales asciende a $4.808.188.912,oo, 

de los cuales se debe descontar lo reconocido por Seguros 

Bolívar S.A., a la empresa demandante según lo indicado en 

la demanda ($3.978.448.990,oo); quedando como saldo por 

pagar $829.739.922,oo, que indexados desde marzo de 2009 

a la fecha ascienden a $1.194.638.898,oo. 

 

Los medios de defensa propuestos por el extremo pasivo, 

fueron desatados en los siguientes términos: i) “GMP tuvo la 

diligencia y cuidado adecuados para prevenir y enfrentar el 

riesgo de un incendio…”; como viene de indicarse, en principio 

resulta irrelevante determinar si la sociedad demandada hubo 

de emplear diligencia y cuidado en el almacenamiento de los 

químicos para evitar el incendio; como se concluyó, dicha 

actividad podía ser catalogada como peligrosa en los términos 

del art. 2356 del Código Civil; además, de cualquier modo 

quedó en evidencia acorde con lo señalado por las expertas, 

ingeniera química, ingeniera industrial y el informe 

presentado por Joseph Ellington, las incompatibilidades en el 

almacenamiento de sustancias en la bodega de la accionada 

que podían generar el riesgo de incendio; por lo que dicho 

medio exceptivo no está llamado a prosperar; ii) “la causa del 

incendio no provino del interior de la bodega y no hay culpa 

alguna de GMP que sea su causa”; ninguno de los medios de 

convicción allegados al plenario demostró que el incendio 

provino del exterior de la bodega; pues si bien, las 

investigaciones privadas realizadas, entre otras hipótesis, 

consideraron que un elemento extraño impactó la bodega e 

igualmente, se precisó en el tercer y cuarto informe rendido 

por la firma Rimkus; lo cierto, es que ello no se demostró en 

términos de certeza; iii) “la causa del incendio provino del 
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exterior de la bodega y no de los productos de GMP.”; esta 

circunstancia no fue acreditada por lo que la presunción de 

culpa en cabeza de la encausada no fue desvirtuada; iv) “la 

causa del incendio constituye una causa extraña tanto para 

GMP como para C&F”;  dicha causa no fue probada por el 

extremo pasivo, esto es, que un globo irrumpió el techo de la 

bodega que ocupaba; lo que solo fue considerado por los 

investigadores en términos de probabilidad; sin concluir con 

certeza y, v) “participación causal del demandante C& F”; no 

existe prueba indicativa de tal circunstancia; amén, que 

según el informe rendido por Metro Alarmas, los sistemas de 

alerta instalados en la bodega de la demandante, se activaron 

en cuanto las llamas los alcanzaron. 

 

En torno a las excepciones formuladas por la llamada en 

garantía, frente a la demanda principal, dispuso: como i) “El 

almacenamiento de productos químicos no es una actividad 

peligrosa en si misma…”, no está llamado a prosperar porque 

a pesar de no existir consagración legal que catalogue como 

peligrosa dicha actividad, conforme a los parámetros 

jurisprudenciales, se dilucidó que se está en presencia de una 

actividad peligrosa; ii) “ausencia de nexo causal”; como viene 

de señalarse y a pesar que no se pudo determinar con 

suficiencia la causa del incendio; se constató el vínculo entre 

el hecho lesivo y el daño; amén, que como la presunción de 

culpa no fue desvirtuada, la pretensión de responsabilidad 

está llamada a prosperar y, iii) la misma suerte correrán las 

excepciones de “diligencia empleada por Gmp Químicos S.A.” 

y “el incendio se presentó por una causa extraña que rompe 

el nexo causal”; para lo cual remite a lo resuelto frente a los 

medios de defensa propuesto en tal sentido. En torno a los 
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medios exceptivos denominados “excesiva tasación de 

perjuicios” y “reducción de la indemnización”; advierte, que 

no serán acogidos, porque si bien se condenará al pago de 

una suma inferior a la solicitada, ello obedeció, al análisis de 

las pruebas adosadas al plenario. 

 

En cuanto al llamamiento en garantía, advierte que de 

acuerdo a las cláusulas del contrato de seguro y como quiera 

que se condenará a la pasiva al pago de $1.194.638.898,oo 

que es inferior al límite asegurado, es preciso condenar a la 

llamada a reembolsar a la demandada dicha suma, menos el 

deducible del 20% convenido en la póliza, lo que da como 

resultado $955.711.118,oo. Ahora, si bien la llamada en sus 

alegaciones conclusivas, adujo que la póliza estaba afectada 

por cuenta del siniestro; en el plenario nada se demostró en 

tal sentido; ni los documentos allegados dan cuenta de un 

pago efectivo por cuenta de la póliza base del llamamiento; 

incluso, se alude a una póliza diferente. 

 

Las excepciones contra el llamamiento en garantía, fueron 

desatadas así: i) “límite asegurado”; no está llamada a 

prosperar acorde a lo indicado al establecer la condena a 

imponer, de cara al clausulado de la póliza; ii) “exclusiones 

pactadas”, tampoco será acogida porque dentro de los 

elementos químicos enlistados por la experta ingeniera 

química, no aparece incluido ninguno de los enunciados por 

la llamada y contenidos en la póliza como exclusiones; iii) 

“deducible”, no corresponde a una excepción como tal, por 

estar expresamente pactado; amén, que fue advertido por el 

llamante al formular la pretensión y atendido por el Juzgado 

al disponer lo correspondiente a la condena y, iv) 
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“improcedencia de costas del proceso y agencias en derecho 

a cargo de la aseguradora”, acorde con lo previsto en el art. 

1128 del C. de Comercio; en el presente caso, no fue 

establecida ninguna de las tres salvedades allí consagradas; 

por lo que tal medio exceptivo no prosperará. 

 

En cuanto a la objeción del juramento estimatorio, precisó 

que el extremo activo estimó bajo juramento los perjuicios 

ocasionados en $2.150.650.622,oo; la condena impuesta 

ascendió a $1.194.638.898,oo y, el 30% de esta cifra 

equivale a $358.391.669,oo, lo que significa que como la 

cantidad estimada superó el porcentaje consagrado en el art. 

211 del C. de P. Civil, condenará a la demandante a pagar a 

favor de la encausada, el 10% de la diferencia entre la suma 

estimada y la acreditada, esto es $95.601.172,oo. 

 

Apelación: Lo interpuso tanto la parte demandante, como la 

demandada y llamada en garantía. Esta última, luego de 

realizar una síntesis de la sentencia, como puntos de 

inconformidad indica que el a quo erró al tener por no probada 

la causa extraña predicada por la demandada y la llamada 

como generadora del daño, toda vez que no realizó un análisis 

juicioso del material probatorio adosado al plenario y restó 

valor demostrativo al informe rendido por el experto Joseph 

M. Elligton y a la versión que rindió en audiencia pública; 

donde indicó que el accidente no fue producto del daño 

eléctrico señalado por el extremo activo, sino de la caída de 

una mecha de un globo en las instalaciones de la encausada, 

cuya llama se propagó y generó la reacción de alguno de los 

productos almacenados, propiciando el accidente; 

investigación que demoró unos meses, donde realizó una 
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recolección de los materiales afectados y de escombros que 

había en el lugar del accidente, siendo esta la causa para que 

la mecha del globo no se hubiera encontrado al día o semana 

siguiente del suceso; no tuvo en cuenta el experimento 

efectuado por el perito, consistente en dejar caer un globo de 

las características del que se afirma cayó en la claraboya de 

las instalaciones de la demandada, lo que dio certeza de la 

teoría manejada por el investigador; toda vez, que el fuego 

generó que el material de la claraboya cediera, rompiéndose; 

tampoco tuvo presente la versión de algunos testigos que 

afirmaron que el accidente fue generado por la caída de un 

globo en las instalaciones de la demandada, entre estos, el 

señor Gabriel Jaime Bedoya Aguirre, jefe del Cuerpo de 

Bomberos que atendió el evento; incumpliendo con lo 

previsto en el art. 176 del C.G.P.; amén, que si el Despacho 

hubiese analizado el factor de atribución predicado en el 

hecho octavo de la demanda y examinado las pruebas 

recogidas en el proceso, tendría que concluir que la parte 

actora no cumplió con la obligación que le impone el art. 167 

Ib.; ya que no existe prueba que dé cuenta de la existencia 

de una falla eléctrica en las instalaciones de la demandada o 

que no existen sistemas de detención o aviso de incendio, que 

evitaran su propagación; por el contrario, está acreditado, 

que era imposible que la causa del incendio fuera una falla 

eléctrica; además, se demostró la existencia de los sistemas 

de aviso de incendio y que cumplía con la normativa vigente 

para el almacenamiento y manejo de químicos; el a quo 

incumplió con el deber que le impone el art. 281 Ibídem; 

tampoco realizó un examen crítico de las pruebas con 

explicación razonada de las conclusiones que arrojan al tenor 

de lo preceptuado en el art. 280; tales como la declaración 
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del señor Ellington y la prueba documental que acredita que 

la encausada observaba los requisitos exigidos para la 

actividad que desarrollaba, con los sistemas de detención de 

incendios y que las instalaciones cumplían con las normas 

TERIE, así como el dictamen rendido sobre el almacenamiento 

de los productos del extremo pasivo y, que de haber valorado, 

hubiera concluido que la deflagración no se generó en la 

actividad peligrosa sino en la causa extraña; de donde no se 

puede afirmar que no destruyó la presunción de culpa en 

cabeza de la pasiva, por la actividad peligrosa que 

desplegaba; toda vez, que el incendio no fue producto del 

almacenamiento de químicos sino de la caída de una mecha 

que inició la combustión, siendo una circunstancia ajena a esa 

actividad peligrosa. 

 

Frente a la cuantificación del daño, señala que el Juzgado 

reconoció un lucro cesante conforme con el dictamen rendido 

por el experto Carlos Castrillón, que lo tasó en 

$1.834.255.791,oo, al que restó el monto reconocido por 

Seguros Bolívar, quedando como saldo por dicho concepto 

$829.739.922,oo; conclusión errada porque el dictamen no 

fue claro, preciso, exhaustivo y detallado, como lo indicó el 

Juzgado en la parte considerativa de la sentencia; no entiende 

como la experticia sirvió de base para establecer la cuantía 

del lucro cesante; además, el Despacho refirió a las 

declaraciones y conceptos de los señores Carlos Noguera y 

Carlos A. Montoya, señalando las contradicciones que tenían 

y los tuvo en cuenta para llegar a la conclusión de certeza del 

lucro cesante; si hubiese realizado un análisis integral de la 

prueba relativa a dicho perjuicio, habría concluido que la 

contabilidad de la demandante no refleja de manera clara las 
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ventas de los productos que se dejaron de hacer y que 

permiten calcular el real lucro cesante; si el Juzgado hubiese 

analizado las versiones de los testigos Carlos Noguera y 

Carlos Montoya, así como el dictamen del perito Carlos 

Castrillón, conforme con el art. 176 del C.G.P., habría 

colegido que no existía certeza de la cuantía del lucro cesante. 

 

En torno al análisis del contrato de seguros, indica que el 

Despacho al imponer una condena por el valor total 

asegurado, dejó de lado el contenido de las cláusulas 4º y 8º 

allí contenidas, que exigían concluir que la obligación que 

podía imponer se circunscribe al valor disponible del límite 

asegurado, porque los contratantes pactaron que el valor del 

seguro se reducía automáticamente, en virtud de las 

indemnizaciones o pagos que el asegurador asumiese 

respecto de otros afectados; además, resulta claro que no 

solo la bodega de la demandante se vio perjudicada con el 

incendio del 14 de diciembre de 2008, habiéndose afectado 

la póliza por otros siniestro, lo que generó una reducción del 

valor asegurado; amén, que si bien la llamada no había 

demostrado la reducción de la suma asegurada, ello obedeció 

a que al momento de dar respuesta a la demanda y al 

llamamiento en garantía, no se había terminado de hacer los 

pagos de los demás daños que generó el incendio o de otros 

siniestros; la llamada no podía acreditar en el proceso que la 

póliza se siguió afectando; siendo procedente imponer una 

condena condicionada a las cláusula del contrato de seguro; 

la compañía de seguros ha realizado pagos a otros afectados 

lo que ha disminuido el valor asegurado y, no obstante, se le 

obliga a cancelar el total de la condena impuesta, previa 

aplicación del deducible; lo que genera un detrimento 
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injustificado al asegurador y un aprovechamiento indebido del 

asegurado, desconociendo lo previsto en el art. 1088 del C. 

de Comercio; el a quo, debió condicionar el pago a cargo de 

la aseguradora al valor disponible para el momento en que se 

haga efectiva la condena; de no ser así, se validaría un 

enriquecimiento indebido del asegurado; además obligó al 

asegurador a reconocer al asegurado las costas del proceso 

que éste debe pagar a la demandante; toda vez, que aunque 

citó el art. 1128 que regula este aspecto, dejó de aplicar la 

norma tercera, que establece que el asegurador solo 

responderá por los gastos del proceso en relación a la cuota 

que le corresponda en la indemnización y si la póliza no tiene 

disponibilidad, el monto a pagar será proporcional al valor 

disponible. 

 

Por su parte, el extremo activo adujo que su inconformidad 

se centra en la orden de pagar a favor de la demandada 

$95.601.172,oo, a modo de sanción por el exceso en el 

juramento estimatorio, toda vez, que se incurrió en un error 

de aplicación normativa, al imponer una consecuencia jurídica 

frente al juramento estimatorio no prevista en la Ley 1395 de 

2010, que rige el presente proceso; ya que la sanción no 

corresponde a la diferencia entre lo pedido y lo concedido 

como lo señaló el a quo; sino que al tenor del art. 211 del C. 

de P. Civil, la misma concierne a la diferencia entre lo pedido 

y lo que resultare de la regulación hecha por el juzgador y 

como se puede verificar en el plenario, no hubo tal regulación; 

por lo que la condena impuesta no es procedente. 

 

La demandada, señala como puntos concretos de 

inconformidad: i) Para la indemnización de perjuicios el 
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juzgado tomó el daño emergente no del dictamen pericial de 

Carlos Castrillón, sino del ajuste de Noguera Camacho para 

Seguros Bolívar $2.973.933.121,oo, le sumó el lucro cesante 

del dictamen del perito Carlos Castrillón por 

$1.834.255.791,oo, para un total de $4.808.188.912,oo y 

descontó $3.978.448.990,oo, que el seguro pagó a la actora, 

dando como resultado $829.739.922,oo, que indexados a la 

fecha del fallo ascendió a $1.194.638.898,oo; pero, se debe 

tener presente que la actora cuantificó la indemnización en la 

demanda con base en su contabilidad, esto es, daño 

emergente $4.251.477.254,oo y lucro cesante 

$1.877.622.358,oo para un total de $6.129.099.612,oo y el 

pago por parte de Seguros Bolívar $3.978.448.990,oo; en la 

pretensión segunda solicitó condenar a la demandada a 

$2.150.650.622,oo, por daño emergente y lucro cesante; la 

pretensora no apeló el fallo a pesar de que la indemnización 

reconocida es inferior a la solicitada porque su contabilidad es 

irregular como lo constataron distintos expertos, pero el a quo 

no aplicó la sanción legal de no tener como prueba dicha 

contabilidad; desde la contestación de la reforma a la 

demanda y en las alegaciones de conclusión, se destacó las 

incongruencias inexplicables en las cifras señaladas por la 

actora y su contabilidad; incluso, el a quo fue consciente de 

las irregularidades y citó algunas pruebas sobre ellas, pero no 

derivó las consecuencias legales en contra de C&F; aspectos 

que fueron acreditados por el perito contador Carlos 

Castrillón, quien constató la contabilidad irregular de la 

pretensora, así como lo señalado por la ajustadora Noguera 

Camacho, como  el Juez lo resaltó; además señala, que el a 

quo no apreció que el testigo Carlos Montoya se propuso 

ocultar en su versión la contabilidad irregular de la sociedad 
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demandante, destacando las graves discrepancias que tuvo 

con el ajustador Noguera Camacho sobre las cifras a 

indemnizar; tampoco valoró lo afirmado por el representante 

legal de C&F al absolver el interrogatorio de parte; además, 

el a quo dejó de lado lo establecido en el art. 264 del C.G.P., 

y lo señalado por la jurisprudencia que transcribe en extenso; 

para concluir que, con base en una contabilidad irregular no 

se podía establecer válidamente el daño emergente, como 

tampoco es procedente tomar una parte de la contabilidad, 

así sea la que aparece en los libros contables oficiales dejando 

por fuera datos del sistema interno; puesto que si la 

ajustadora Noguera Camacho y Seguros Bolívar lo hicieron 

así, fue por consideraciones comerciales hacia su cliente C&F; 

pero ese criterio no se puede trasladar a un proceso de 

responsabilidad civil sin desconocer normas procesales y 

sustantivas; tampoco podía establecer el lucro cesante con 

base en el dictamen rendido por el perito Carlos Castrillón, 

porque también se fundó en la contabilidad irregular. 

 

ii) No obstante que la contabilidad irregular de la demandante 

es motivo suficiente para no condenar al pago de la 

indemnización de perjuicios; en los cálculos del daño 

emergente y lucro cesante hay graves irregularidades no 

advertidas por el a quo; en el análisis del fallo se descartó el 

dictamen pericial rendido por el señor Carlos Castrillón y 

acogió el ajuste que hizo la firma Noguera Camacho; no 

obstante advertir las dificultades que narró el auxiliar de la 

justicia para que la actora le entregara la información 

contable, los múltiples requerimientos hechos a ésta, el hecho 

de que se presentó una cifra indiscriminada de perjuicios y 

que dicha suma se modificó múltiples veces; señalando al 
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respecto que lo anterior “dejaba al descubierto imprecisiones 

en lo que atañe a tales conceptos” y que “la falta de claridad 

que presenta el dictamen sobre el rubro analizado mal podría 

interpretarse a favor de la actora”; el Juzgado en clara 

contradicción con ello, desechó el valor de las mercancías 

constatado por el perito ($1.090.123.254,oo), y acogió una 

suma mayor; esto es, la que cuantificó la ajustadora Noguera 

Camacho por mercancías perdidas por $2.779.876.977,oo; 

además, aceptó el ajuste realizado por Noguera Camacho en 

cuanto a otros ítems, teniendo como valor total 

$2.473.933.121,oo; agregando el valor de un montacargas 

por $30.000.000,oo, mencionado en el dictamen rendido por 

Carlos Montoya, sin soporte legal alguno y que no fue 

indemnizado por Seguros Bolívar, para un valor final por daño 

emergente de $2.973.933.121,oo; tampoco apreció los 

métodos inusuales de la ajustadora Noguera Camacho para 

cuantificar el daño emergente para la aseguradora; toda vez, 

que partió del hecho que se trataba de una contabilidad 

irregular y acudió a una serie de métodos alternos, que 

pueden ser aceptados por la compañía de seguros para pagar 

a su asegurado, pero no pueden ser trasladados a una 

condena en un proceso porque no arrojan certeza del valor 

real de la pérdida; seguidamente, pasa a señalar las falencias 

que observó en tal sentido. 

 

iii) El juzgado observó discordancia entre los montos del lucro 

cesante establecidos por la ajustadora y los consignados en 

el informe  por el señor Carlos Montoya; finalmente, acogió 

el dictamen del señor Carlos Castrillón, para establecer dicho 

concepto, quien informa que partió de un reporte que entregó 

la demandante de sus ventas menores por 
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$4.199.009.764,oo, para los meses de diciembre de 2008, 

enero y febrero de 2009; luego aplicó un 44.53% de utilidad 

operativa, dando como resultado por lucro cesante por 

menores ventas $1.834.255.791,oo; previo análisis acogió 

este dictamen por encontrarlo de recibo; sin embargo, pasó 

por alto que en dicho porcentaje solo se dedujo algunos 

costos y no un porcentaje de utilidad neta, deduciendo todos 

los gastos, costos e impuestos, lo que resulta inadecuado 

para calcular el lucro cesante según la jurisprudencia; 

además, la utilidad operativa fue calculada por el perito a 

partir de los estados financieros de la actora para el año 2007, 

a pesar que estos reflejan las cifras de una contabilidad 

irregular que no se puede tener en cuenta; no apreció que el 

presupuesto para calcular las menores ventas que el perito 

obtuvo de C&F, era del año 2018 y no del 2008; a más, que 

tomó las ventas reales de los 3 meses de la contabilidad 

irregular; se equivocó al señalar que el dictamen no fue 

objetado porque en escrito del 29 de enero de 2019, se 

manifestó sobre la aclaración y complementación de la 

experticia y pusieron de presente las irregularidades; no se 

tuvo en cuenta que no existe prueba que demuestre que C&F 

tuvo un verdadero lucro cesante por el incendio, ni que este 

hubiese sido la causa de una disminución de sus ingresos; 

amén, que se dedujo que sin los catálogos las vendedoras no 

hicieron las ventas, pasando por alto que Carlos Montoya 

aceptó que los catálogos fueron reemplazados dos días 

después; a continuación, pasa a señalar en forma detallada 

las falencias del dictamen presentado por el señor Carlos 

Castrillón, para establecer el lucro cesante y que el Juzgado 

no advirtió; a más de traer a colación lo señalado por la 

jurisprudencia frente al cálculo del lucro cesante y, 
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seguidamente, adujo que no está acreditada la existencia del 

lucro cesante a causa del incendio, toda vez, que la 

ajustadora Noguera Camacho calculó dicho concepto y 

Seguros Bolívar lo indemnizó, porque la póliza prevé un 

sistema particular de cobertura del lucro cesante, que no 

coindice con el concepto previsto en el Código Civil; el perito 

Carlos Castrillón calculó el lucro cesante con fundamento en 

bases que carecen de sustento y la demandante no demostró 

que el incendio fue la causa de pérdidas efectivas de ventas 

y del lucro cesante; por el contrario, se probó que las 

mercancías calcinadas no causaron una pérdida de utilidades; 

el incendio no causó mayor perturbación operacional porque 

de inmediato se alquiló otra bodega y no existió problema con 

las ventas por catálogo. 

 

iv) De manera subsidiaria a lo anterior, indica que el fallo 

cuantificó el daño emergente con base en el ajuste de la firma 

Noguera Camacho, pero sin tener en cuenta que se demanda 

por cifras menores por algunos conceptos; por remoción de 

escombros pretende $140.000,oo y se reconoció 

$18.965.836,oo; por otros gastos solicitó $14.849.613,oo y 

condenó a $29.293.488,oo; el valor indemnizado en exceso a 

lo pretendido por estos ítems asciende a $33.269.711,oo; del 

valor total de los perjuicios descontó $3.978.448.990,oo 

olvidando que el monto que reconoció  Seguros Bolívar a C&F 

ascendió a $3.987.324.172,oo; dejando de descontar del 

total de la indemnización $8.875.182,oo. 

 

v) En torno a la causa del incendio, afirmó que antes de 

examinar las pruebas, el fallo anticipó que presumiría el nexo 

causal. El análisis probatorio sobre el incendio, concluyó que 
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no había certeza sobre la causa de la deflagración, porque no 

existe prueba que los productos químicos causaron el 

incendio; no puede bastar la posibilidad de que lo hubieran 

causado simplemente porque como afirmó desde el principio 

estos “son susceptibles de causar un incendio”; el a quo 

presume que la causa del fuego fue la actividad peligrosa 

desplegada por la demandada, partiendo de la base que la 

deflagración inició dentro de la bodega de la pasiva lo cual no 

está en discusión; pero como las causas internas quedaron 

descartadas, debió analizar una causa externa; el a quo 

también afirmó que no había certeza sobre un globo como 

causa del evento, lo que conlleva a una apreciación indebida 

de las pruebas que de ello dan cuenta, como lo es el informe 

del experto en incendios J. Ellington; a partir de lo cual la 

tarea del juez debió girar en determinar, con base en la teoría 

de la causalidad adecuada, desarrollada por la jurisprudencia, 

si la bodega y la actividad peligrosa son la causa del incendio, 

o si por el contrario, la bodega fue víctima de una causa 

externa y sirvió como medio para que se propagara el fuego 

a la bodega vecina.  

 

En segunda instancia, dentro del término de los traslados que 

se otorgó para que los apelantes sustentaran el recurso de 

apelación, como para que los demás intervinientes se 

pronunciaran; tanto la parte demandante, como la 

demandada y la llamada en garantía, volvieron sobre los 

argumentos expuestos en primera instancia y que vienen de 

extractarse; solicitando se revoque el fallo de primera 

instancia en lo desfavorable. 
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El extremo activo aprovechó la oportunidad para 

pronunciarse en torno a los fundamentos presentados por la 

sociedad demandada y la llamada en garantía; Al efecto 

indica, que al contrario de lo señalado por la compañía de 

seguros, en cuanto a que no se tuvo por probada la causa 

extraña, estándolo, consistente en la caída de una mecha de 

un globo en las instalaciones de la demandada, el Juzgado 

realizó un análisis minucioso de las pruebas adosadas al 

plenario, las cuales lo llevaron a concluir que la alegada causa 

extraña no estaba demostrada; la sentencia de primer grado 

no es incongruente, como lo afirma la aseguradora porque 

guarda plena concordancia con los fundamentos de derecho 

y las pretensiones de la demanda; además, en cuanto a que 

no se acreditó el obrar culposo de la demandada, advierte que 

ello desconoce los fundamentos de la demanda y sus 

pretensiones, donde se aduce que la actividad desarrollada 

por la encausada es de las denominadas peligrosas; amén, 

que se formularon dos tipos de pretensiones, esto es, como 

principal la de actividades peligrosas y como subsidiaria la de 

culpa probada; además, quedó acreditado que la demandada 

no solo desarrollaba una actividad peligrosa sino que lo hacía 

culposa e imprudentemente; en lo relativo a la prueba del 

perjuicio, el recurrente confunde la indebida valoración de la 

prueba con la valoración que no le es útil; puesto que la 

sentencia en tal sentido es clara, suficiente y coherente. 

 

En cuanto a lo argüido por el extremo pasivo, aduce  que los 

reproches frente a la prueba de los perjuicios son infundados, 

porque la demandada no acreditó como era su deber, que la 

contabilidad de la pretensora no se ajustaba a la normativa 

vigente; pues no obstante, que demostró que tenía un 
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sistema auxiliar interno, llamado Sistema Amelissa, como lo 

sostuvieron los intervinientes con conocimientos técnicos en 

la materia, tal sistema no se encuentra proscrito ni constituye 

una doble contabilidad; por tanto, las supuestas 

irregularidades no hacen que contabilidad de la sociedad 

demandante sea irregular; además, en lo relativo a la prueba 

del perjuicio, el recurrente confunde la indebida valoración de 

la prueba con la valoración que no le es útil; puesto que la 

sentencia en tal sentido es clara, suficiente y coherente, claro 

está, contraria a los intereses del apelante; en relación a la 

causa del daño afirma que la actividad desarrollada por la 

demandada es de las catalogadas peligrosas, lo que no 

suscitó controversia alguna al interior del proceso, toda vez 

que almacenaba productos explosivos en el inmueble donde 

se produjo el incendio y distintos medios de prueba, apuntan 

inequívocamente a esa conclusión, como lo pasa a exponer, 

concluyendo que en su sentir la demandada obró 

culposamente, lo que torna casi inane la discusión frente al 

origen del incendio, porque si se presentó una culpa con 

relevancia en la producción del daño, poco o nada importa 

cuál de las tesis que expusieron los auxiliares de la justicia es 

la verdadera; esto es, la del perito español (según el cual el 

incendio tuvo origen en un problema eléctrico) y la del 

experto Joseph Ellington (según el cual el origen del incendio 

fue una mecha de globo) 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Problemas jurídicos: El recurso de apelación de cara a la 

sentencia de primer grado, plantea los siguientes problemas 

jurídicos que la Sala debe resolver: ¿se probó el nexo causal? 
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¿el almacenamiento de productos químicos constituye una 

actividad peligrosa? ¿el demandado acreditó alguna eximente 

de responsabilidad? ¿se probó los elementos de la 

responsabilidad civil extracontractual? ¿se debe imponer a la 

demandante la sanción prevista en el art. 211 del C. de P. 

Civil? 

 

Por razón de método, la Sala en primer lugar abordará el 

examen y análisis del nexo causal, para determinar si en 

efecto, la parte demandante cumplió con la carga que el 

incumbía en este sentido, o si en cambio, se acreditó una 

causa externa no imputable al extremo pasivo y, en cuanto 

fuere menester, pasará al examen de las inconformidades 

planteadas por los recurrentes.  

 

Relación de causalidad: En primer lugar, es imprescindible 

averiguar sobre la causa del daño, como lo reitera la 

jurisprudencia, donde a la vez la Corte acude a su propio 

precedente, en el que había precisado: “… lo nuclear del 

problema está en la relación de causalidad adecuada entre el 

comportamiento activo o pasivo del deudor y el daño 

padecido por el acreedor, pues es aquí donde entran en juego 

los deberes jurídicos de atención y cuidado que en el caso 

concreto hubo de asumir el médico y el fenómeno de la 

imputabilidad, es decir, la atribución subjetiva, a título de dolo 

o culpa”2.  

 

Al efecto, la demanda plantea que hubo negligencia del 

extremo pasivo de la relación sustancial porque no dio 

 
2 Sentencia del 30 de enero de 2001.   
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mantenimiento adecuado y oportuno a las instalaciones 

eléctricas de la bodega, siendo la del aire acondicionado la 

que presentó una avería y causó el incendio.  

 

Es pertinente puntualizar que con independencia de la 

naturaleza de la responsabilidad civil que se invoca y de si se 

presume la culpa en cabeza del demandado, como ocurre en 

las actividades peligrosas, si no se prueba que el daño fue 

cometido por el demandado (nexo causal), resulta 

innecesario abordar el examen de los demás elementos 

axiológicos que configuran la responsabilidad invocada. 

 

En este caso, la carga de la prueba de que en efecto el daño 

fue causado por el demandando corresponde al actor; pues la 

presunción que en actividades peligrosas obra a su favor es 

en torno a la culpa y, de contera,  está eximido de allegar la 

prueba sobre este elemento axiológico de la responsabilidad 

civil extracontractual, lo que implica que el demandado tiene 

la carga de la prueba para desvirtuarla; pero, 

inexorablemente, si quiere salir airoso en sus pretensiones, 

tiene que aportar la prueba de la relación causal y del daño.  

 

Sobre la relación causal y la carga de la prueba, el Tribunal 

de Casación en la sentencia SC10298-2014 del 5 de agosto 

de 2014; proceso Rdo. No. 05266 31 03 002 2002 00010 01, 

precisó:  

 

“En esas condiciones, el simple tránsito y posterior resbalón 

por las escaleras con la fatal consecuencia, que puede ocurrir 

igualmente en una calle peatonal por ejemplo, no es 

suficiente para establecer el nexo causal entre el daño y la 
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conducta del convocado ALMACENES ÉXITO, pues para poder 

comprometer la responsabilidad de aquél como guardián de 

la masa física, habrá que demostrar su ilicitud, esto es, 

probando que hubo culpa del guardián3 en la colocación de la 

cosa. 

 

“El fundamento de la exigencia de la prueba del nexo causal, 

no sólo lo da el sentido común, que requiere que la atribución 

de consecuencias legales se predique de quien ha sido el 

autor del daño, sino del artículo 2341 del Código Civil 

contentivo de la cláusula general de responsabilidad, misma 

que a su turno, está edificada sobre la idea de libertad, 

postulado  esencial  del ius naturalismo que hace posible la 

atribución de consecuencias jurídicas, por cuanto que solo el 

reconocimiento de aquélla permite que el daño sufrido por la 

víctima dé lugar a una acción reparatoria en contra de la 

persona que lo produjo. 

 

“Ha dicho la Corte en punto a esa noción que: 

 

«Las libertades permiten a cada quien desarrollar su propio 

plan de vida, y en la medida en que una persona se beneficia 

de la convivencia deberá soportar recíprocamente los costos 

que surgen de esas relaciones. Luego, no es por cualquier 

consecuencia imprevisible o incontrolable que se deriva de 

nuestros actos por lo que estamos llamados a responder, sino 

únicamente por aquéllos que realizamos con culpa o 

negligencia. 

 

 
3 CSJ SC Sent. Abr. 29 de 1943, G.J t LV págs 2845 y ss. 
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“Lo contrario supondría tener que convivir en una sociedad en 

la que haya que resarcir cualquier resultado dañoso por la 

simple razón de que uno de nuestros actos intervenga 

objetivamente en su causación, aun cuando escape a nuestra 

responsabilidad y se encuentre más allá de nuestro control» 

(CSJ. Sen. Dic. 18 2012, Rad. 2006 00094). 

 

“Causalmente en el asunto objeto de estudio no encuentra la 

Sala ninguna relación entre el inmueble (cosa inanimada) 

donde ejerce actividad la demandada, con el daño producido, 

y mucho menos se observa en el plenario, prueba de ello, 

misma que tratándose de los regímenes de culpa probada, 

corresponde acreditar a la parte actora. Así, ha sostenido la 

Corporación que, «con fundamento en el principio de derecho 

universalmente aceptado, según el cual quien con una falta 

suya cause perjuicios a otro, está en el deber de reparárselo, 

la legislación colombiana consagra en el título 34 del libro 

cuarto del Código Civil la responsabilidad por los delitos y las 

culpas. De acuerdo con dicha normación positiva, quien por 

sí o por medio de sus agentes cause a otro un daño, originado 

en hecho o culpas suyas, queda jurídicamente obligado a 

resarcirlo; y según los principios reguladores de la carga de 

la prueba, quien en tal supuesto demande la indemnización 

corre con el deber de demostrar, en principio, el daño 

padecido, el hecho intencional o culposo del demandado y la 

relación de causalidad entre el proceder o la omisión 

negligente de este y el perjuicio sufrido por aquél». (CSJ SC 

Sentencia de 17 de mayo de 1982 G.J, t. CLXV, num 2406, 

pag. 98)”.  
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El caso concreto: Como eje central de la pretensión, los 

hechos de la demanda señalan que el extremo pasivo ocupa 

una bodega contigua a la de la sociedad demandante, 

distinguida con el No. 7Sur-896 de la carrera 52, donde 

almacena productos químicos, principalmente materias 

primas para la alimentación, la agricultura, la farmacología, 

la cosmética y la automoción; la actividad de bodegaje es 

peligrosa porque algunos productos presentan gran 

volatilidad y generan un riesgoso confinamiento de gases; 

hubo negligencia por parte de la encausada porque no dio el 

mantenimiento adecuado y oportuno a las instalaciones 

eléctricas de la bodega, siendo la del aire acondicionado, 

según informe del señor Rafael Martínez Sánchez, la que 

presentó una avería que fue la causa del incendio; tampoco 

contaba con las herramientas o instrumentos técnicos de 

seguridad industrial que permitieran una oportuna detección 

y aviso del incendio para evitar su propagación a locales o 

inmuebles aledaños. 

 

Como soporte del recurso de apelación, la demandada afirma 

que como no se acreditó que el incendio se originó por una 

causa interna, la sentencia tenía que examinar la causa 

externa; en este mismo sentido, la llamada en garantía fue 

determinante en afirmar que no se probó que la conflagración 

se originó por un corto circuito y la sentencia no reconoció la 

causa extraña, cuando está acreditado que el origen fue un 

globo que cayó sobre el techo de la bodega de la demandada.  

 

Al respecto, la Sala se adentrará al escrutinio de los medios 

de convicción adosados al plenario y que pasa a enlistar, en 

los siguientes términos:  
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i) A solicitud de la sociedad demandada los investigadores 

privados Nathalie Aguirre Aguiar y Henry Gerardo Arteaga, 

realizaron la investigación sobre el incendio de las bodegas,  

quienes precisan: “La presente investigación fue realizada 

bajo todos los parámetros de legalidad establecidos por los 

manuales judiciales. 

 

“Fueron llevadas a cabo las labores tendientes al 

esclarecimiento de los hechos ocurridos el día 14 Diciembre 

2008 en las bodegas de la empresa GMP- Las cuales son 

entregadas de manera material, consignando solo las labores 

que se consideraron importantes y omitiendo varias 

realizadas las cuales no arrojaban resultados positivos para 

la misma, se logra concluir por este equipo investigativo, que 

realmente las causas de este siniestro fueron ocasionadas por 

un factor externo, específicamente por un globo encendido, 

el cual cayó sobre el techo de una de las bodegas afectadas” 

(folio 456 cuaderno principal). 

 

ii) Certificación expedida por la Corporación Centro de 

Investigación y Desarrollo Tecnológico “CIDET”, fechada el 02 

de agosto de 2007, sobre las instalaciones eléctricas de la 

bodega de la demandada, donde aparecen aprobadas.  

 

iii) Copia de la Resolución Metropolitana No. 0000220, del 13 

de marzo de 2008, donde refiere a la visita técnica realizada 

y destaca que… “Durante la inspección se encontró un lugar 

ordenado, ventilado y con barrido frecuente de los pisos de la 

planta, especialmente la de sustancias químicas, donde se 

realiza su almacenamiento siguiendo la tabla de 

incompatibilidades (el informe contiene fotografías) y 
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contando con apropiados sistemas de seguridad como 

alarmas detectoras de humo y extinguidores dispuestos por 

todo el entorno” (folio 482 cuaderno principal). 

 

iv) Copia de la inspección de seguridad practicada por la 

Cuarta Brigada, el 15 de enero de 2008, a la bodega de la 

demandada, donde luego de referir a los diferentes puntos 

objeto de inspección; entre otros, ubicación, área, topografía, 

sistema de seguridad y de alarma y medios para combatir 

incendios, precisa: “La planta de producción está distribuida 

con los parámetros de la ingeniería con que fue construida” 

(folios 485 a 488 cuaderno principal); copia del concepto 

favorable emitido por la reseñada entidad, para la 

importación de los productos químicos que aparecen 

enlistados por parte del extremo pasivo (folio 489 y 490 

cuaderno principal); certificado de seguridad expedido por el 

Cuerpo de Bomberos de Medellín (folio 496 cuaderno 

principal).  

 

v) Informe rendido por la ingeniera industrial Marcela 

Carvajal Calderón, quien luego de realizar el respectivo 

estudio de las instalaciones de la bodega del extremo pasivo, 

del almacenamiento de las materias primas y de los productos 

depositados, afirma que: “Como resultado del análisis de 

distribución de productos químicos en la Bodega de GMP 

PRODUCTOS QUIMICOS, se encontraron los siguientes 

productos con incompatibilidad y riesgo de producir incendio 

o calor”; procediendo a realizar las denominadas tablas 13 y 

14 de estructura peligrosa de almacenamiento de las 

materias primas e identificación de riesgos para sustancias 
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químicas de la bodega GMP PRODUCOS QUIMICOS de 

acuerdo a la información de NFPA 704”.  

 

Además, en el acápite denominado “Aclaración” la experta 

precisó: “Este informe se basará principalmente en la 

siguiente información: 

 

“Informe de la perito (bis), Ingeniera Química Beatriz 

Rodríguez, presentado el 8 de abril del 2016 sobre este 

mismo proceso 

 

“La norma vigente GTC 45 del 2012. Identificación de peligros 

 

“Manejo de sustancias químicas Elaborado por SURATEP 

 

“En comunicación con las dos partes implicadas dentro del 

proceso, no se realizó visita presencial a las instalaciones de 

la empresa GMP PRODUCTOS QUIMICOS, por lo tanto no se 

pudo presenciar directamente el almacenamiento o 

manipulación de la materia prima. De acuerdo con el abogado 

de la parte demandada, tanto las materias primas como los 

procesos cambiaron desde el momento del incidente y no se 

podía determinar subjetivamente la situación con los cambios 

actuales, me comuniqué con el abogado de la parte 

demandante para expresarle esta situación y ambos me 

sugirieron tomar como referencia el informe de la perito (bis) 

Ingeniera Química Beatriz Rodríguez”.  

 

Y en la aclaración al dictamen solicitada por la llamada en 

garantía, puntualizó: “10. Indicará la perito (bis), si para 

determinar el riesgo del almacenamiento de los productos 
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químicos almacenados por la demandada era necesario 

realizar una visita presencial en las instalaciones de la última? 

 

“Como se ha mencionado anteriormente, son muchos los 

aspectos los que se deben tener en cuenta para determinar 

con certeza el riesgo asociado a la manipulación y 

almacenamiento de productos químicos. Con base en la 

información secundaria analizada y la información solicitada 

por las partes, es necesario aclarar que sí era indispensable 

realizar una visita presencial a las instalaciones y conocer las 

condiciones, documentación e información en el momento de 

los hechos en cuestión, dado que en la información 

secundaria analizada no se mencionan aspectos 

fundamentales como: 

 

“Capacidad de almacenamiento vs cantidad almacenada 

 

“Condiciones físicas del lugar del almacenamiento 

 

“Características de paredes, pisos, techos e iluminación del 

sitio 

 

“Medidas de protección contra caídas 

 

“Cantidades de cada una de las sustancias 

 

“No hay registro fotográfico que las condiciones de 

almacenamiento (etiquetas, estado de bidones, diques, uso y 

estado de estanterías, entre otras) 
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“Disponibilidad de documentos como hojas y fichas de 

seguridad, matriz de compatibilidad y plan de contingencia 

 

“11. Indicará la perito (bis), si al realizar una visita presencial 

al lugar del almacenamiento de la demandada, se tendría con 

más certeza en la determinación del riesgo que implica tal 

actividad? 

 

“Sí, por lo expuesto en la anterior pregunta, ya que no se 

tuvo conocimiento ni acceso a información importante para 

determinar con certeza lo que sucedió en la bodega”  

 

En el acápite denominado “Aclaración”, insistió en que: 

“Como se informó en el informe inicial del 27 de Septiembre 

(bis) del 2016, la información que se tomó como base de la 

distribución de la planta de almacenamiento y los elementos 

que estaban en ella, fue tomado del informe de la perito, 

Ingeniera Química Beatriz Rodríguez, presentado el 8 de abril 

del 2016 sobre este mismo proceso” (folio 35 y ss., cuaderno 

No. 7, pruebas de la parte demandante). 

 

vi) Informe elaborado por la ingeniera Química Beatriz 

Rodríguez D., donde consignó, entre otras conclusiones: “Se 

obtienen incompatibilidades en el almacenamiento las cuales 

se analizan para el riesgo incendio, explosión o generación de 

calor. Si bien, no se puede diagnosticar como causa del 

incendio, dadas las múltiples variables que se presentan en 

un caso como este, si se puede conceptuar que algunos 

químicos mal almacenados, representaron riesgos para 

incendio y/o explosión, y que requerían almacenamiento más 

adecuado al que presentaban al momento del incendio. El 
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análisis se efectuó a partir de las fichas técnicas (MSDS) 

típicas para cada producto, las cuales incluyen descripciones 

y recomendaciones específicas sobre manipulación y 

almacenamiento para cada producto tales como aislamiento 

de fuentes de ignición e incidentes externos, reactividad 

química frente a otros productos, condiciones de estabilidad 

y temperatura, recomendaciones de manipulación. Este caso 

están los productos: Nitrato y nitrito de sodio, clorato de 

potasio, Aluminec, soda liquida, peróxido, ácido nítrico, ácido 

esteárico, Isocianato-Poyol, Xilol, Varsol, azufre, alcohol 

isopropilico, aceite cristal, sulfuro de sodio, almidón, 

poliuretano B, Isocianato-poliuretano, y aceite cristal entre 

otros. Es de anotar que materiales como nitratos que son 

usados ampliamente como fertilizantes y se encuentran 

insensibilizados químicamente en cuanto a capacidad 

detonante y explosiva, aún tienen alta reactividad frente a 

algunos compuestos como los sulfuros, ocasionando 

reacciones exotérmicas y en algunos casos llamas de 

combustión.  

 

“Lo que sí se puede declarar con certeza es que se 

almacenaban más de un elemento y/o producto químico 

inflamable, comburente y explosivo que no cumplía con los 

protocolos de almacenamiento químico (MSDS, Matrices de 

compatibilidad, Guías de almacenamiento) y que en caso de 

un incendio, convertía la bodega en un incontrolable efecto 

dominó de productos inflamados e incluso con explosión. Para 

evitar este efecto, la guía de almacenamiento y transporte 

colombiana, aconseja almacenar dichos productos, en 

sectores aislados de otras bodegas y con separadores 

especiales anti fuego etc. 
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“Se obtienen unas incompatibilidades en el almacenamiento, 

las cuales se analizan para el riesgo de incendio, explosión o 

generación de calor” (folio 178 y ss., cuaderno 3, pruebas 

parte demandada). 

 

vii) Informe final elaborado por la ajustadora Organización 

Noguera Camacho, a solicitud de Seguros Bolívar S.A., en 

virtud de la reclamación elevada por la sociedad demandante; 

en cuanto a la causa del incendio señaló: “Teniendo en cuenta 

que el incendio ocurrido afectó cuatro empresas diferentes, y 

tres aseguradoras, se consideró fundamental como parte del 

estudio de la reclamación hacer claridad sobre el lugar en el 

cual se inició el incendio, sobre las causas del mismo y la 

posible existencia de responsabilidades. Con respecto a este 

aspecto de la reclamación participaron dos investigadores 

internacionales de incendios: 

 

“a) Inicialmente las tres aseguradoras afectadas por los 

reclamos convinieron en contratar los servicios de un 

especialista en investigación de incendios, señor Rafael 

Martínez, quien tiene sede en Valencia, España. El señor 

Martínez llegó a Medellín proveniente de España en la noche 

del sábado 20 de diciembre de 2008, e inició labores en el 

sitio del incendio el domingo 21 de diciembre de 2008. 

 

“El especialista trabajó en el lugar del incendio durante los 

días domingo 21 y lunes 22 de diciembre de 2008, durante 

los cuales pudo concluir sus labores de investigación. 

 

“En la mañana del martes 23 de diciembre de 2008 se realizó 

una presentación de los resultados, con la presencia de todas 
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las partes involucradas en las diferentes reclamaciones 

(aseguradoras, intermediarios y asegurados). 

 

“De acuerdo con el análisis realizado por el investigador de 

incendios, la conflagración se habría iniciado en una oficina 

ubicada en un mezzaninne, dentro de la bodega de GMP, y 

habría tenido su origen en un corto circuito eléctrico. La 

combustión de los materiales que se encontraban en esta 

oficina habría producido una acumulación de gases calientes 

en la zona superior de la bodega, contra la cubierta, desde la 

cual habría radiado calor hasta la zona inferior, en donde se 

encontraban almacenados los productos químicos, 

produciendo temperaturas suficientemente altas como para 

generar la combustión o la explosión de varios de estos 

productos, propagándose el incendio. 

 

“b) Posteriormente, luego de conocido el concepto emitido del 

señor Rafael Martínez, la empresa GMP decidió obtener una 

segunda opinión experta sobre la posible causa del incendio, 

para lo cual contrató los servicios de la firma Rimkus Inc., con 

sede en Houston, Estados Unidos, la cual cuenta con amplio 

reconocimiento y experiencia en el tema de investigación de 

incendios. Rimkus Inc. designó para esta labor a uno de sus 

especialistas, el señor Joseph Ellington, quien se desplazó al 

sitio del incendio en dos oportunidades, permaneciendo en el 

lugar del incendio los días 29 y 30 de enero de 2009, y 17 y 

18 de junio de 2009. 

 

“De acuerdo con la investigación realizada por Rimkus Inc., 

el incendio se habría iniciado en el predio de GMP 

(coincidiendo en esta apreciación con el señor Martínez), y de 
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allí se habría extendido al predio de C&F. No obstante lo 

anterior, el señor Ellington indicó que cabría dentro de las 

posibilidades la hipótesis de un incendio iniciado en el predio 

de C&F y propagado luego hacía la bodega de GMP, aunque 

considera esta hipótesis muy poco probable. 

 

“Con respecto a la causa u origen del incendio, el señor 

Ellington llega a conclusiones radicalmente diferentes a las 

obtenidas por el señor Martínez, pues el investigador de 

Rimkus Inc. considera que el incendio no se inició en la oficina 

del mezzaninne ni tuvo un origen eléctrico, como lo señaló el 

investigador Martínez. También descarta Rimkus Inc. la 

posibilidad de un incendio de origen químico, luego de realizar 

una revisión detallada de las propiedades y distribución 

dentro de la bodega de cada uno de los productos que se 

encontraban en la misma al ocurrir el incendio. Considera el 

señor Ellington de Rimkus Inc. como causa más probable un 

evento relacionado con los fuegos artificiales y pirotécnicos 

que tenían lugar en la zona debido a las celebraciones 

navideñas. En particular, se analizó alguna evidencia que 

sugiere la caída sobre la cubierta de la bodega, de un globo 

navideño (globo de papel elevado por aire caliente, que 

transporta en su interior una pequeña antorcha de algodón 

empapada en combustible – parafina -, que calienta el aire 

dentro del globo e ilumina su interior). 

 

“Con respecto a la hipótesis de ocurrencia y propagación del 

incendio planteada por el señor Martínez, el señor Ellington la 

considera físicamente inviable, entre otros aspectos por el 

hecho que, según sus análisis, la carga combustible que se 

encontraba en el interior de la oficina del mezzaninne no era 
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suficiente para acumular en la zona superior de la bodega 

gases con la suficiente energía para producir por radiación  las 

temperaturas necesarias para que los productos almacenados 

en la parte baja de la bodega entraran en combustión o 

explotaran. Según Rimkus Inc., esto podría demostrarse, en 

caso de ser necesario, mediante la elaboración de un modelo 

matemático en computador que simulara la etapa inicial del 

incendio. 

 

“De acuerdo con las consideraciones anteriores, no existe 

claridad absoluta en relación con la causa del incendio 

ocurrido, pues aunque en el análisis del evento participaron 

dos investigadores internacionales con amplia experiencia y 

reconocimiento, sus conclusiones sobre la causa del incendio 

son muy diferentes. Lo anterior implica también que la 

existencia de responsabilidad por parte de la empresa GMP 

no es clara tampoco, pues si bien el concepto de uno de los 

investigadores señala a esta empresa como responsable del 

incendio ocurrido (instalación eléctrica deficiente en un 

equipo de aire acondicionado en una oficina) el otro identifica 

como origen del incendio una causa extraña (globo o fuego 

pirotécnico que cae sobre la cubierta)” {folio 1 y ss., cuaderno 

3A}. 

 

viii) Declaración rendida por el señor Carlos Eduardo Noguera 

Camacho, gerente de la Ajustadora Organización Noguera 

Camacho, quien en torno a las conclusiones de su trabajo 

afirmó: “Nuestra labor consistió en analizar los hechos 

ocurridos, a la luz de las pólizas emitidas por las 

aseguradoras, y conceptuar sobre los montos de 

indemnización que cada aseguradora debía efectuar en 
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relación con las pérdidas causadas por el incendio. Para este 

efecto, se vinculó inicialmente a un experto en investigación 

de incendios, de nombre RAFAEL MARTÍNEZ, quien se 

desplazó desde España para efectuar la investigación 

correspondiente. El investigador fue contratado 

conjuntamente por las tres aseguradoras involucradas. Con 

respecto a la causa del incendio, posteriormente la empresa 

GMP contrató un segundo investigador de incendios de la 

firma RIMKUS con sede en HOUSTON U.S.A., quien emitió un 

segundo concepto sobre la causa del incendio. Los dos 

investigadores de amplio reconocimiento internacional, 

coinciden en afirmar que el incendio se habría originado en el 

predio ocupado por la empresa GMP, pero difieren, de manera 

sustancial, en relación con el origen preciso del incendio. El 

señor RAFAEL MARTÍNEZ, asigna la causa a un problema de 

origen eléctrico en una de las oficinas de GMP, mientras que 

el investigador de RIMKUS, considera errado el concepto del 

señor MARTÍNEZ, y asigna la causa a un globo navideño que 

había caído sobre las instalaciones de GMP. Las conclusiones 

planteadas por los dos investigadores de incendios, fueron 

informadas a las tres aseguradoras. Cada una de las 

aseguradoras efectuó el pago de la indemnización a sus 

correspondientes asegurados, pero SURAMERICANA y 

SEGUROS COMERCIALES BOLÍVAR, se abstuvieron de repetir 

o de subrogarse contra GMP o contra MAPFRE SEGUROS, 

teniendo en cuenta que la causa precisa del incendio no era 

clara, debido a la existencia de dos investigaciones 

efectuadas por expertos reconocidos, que no coincidían en la 

identificación del origen del incendio…” (folios 34 Vto., y 35 

cuaderno 4, pruebas conjuntas, demandada y llamada en 

garantía).  
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ix) Reporte de hallazgos incendio de Bodega GMP destinado 

a ONC AJUSTES LTDA., elaborado por el experto internacional 

Joseph Ellington, quien luego de un exhaustivo trabajo, 

concluyó: “1. El incendio se originó en el extremo oriental y 

al interior de la bodega de GMP Químicos antes de esparcirse 

a las bodegas de CY&F y Coletex. Aunque el área general de 

origen del fue pudo determinarse, el punto exacto no se pudo 

determinar. 

 

“2. La clasificación del incendio es accidental. 

 

“3. La fuente de ignición del incendio no puede determinarse 

de manera concluyente. 

 

Como fundamento de las conclusiones, entre otros 

argumentos consideró: “El análisis del movimiento existente 

del fuego y de los patrones de intensidad es el método 

principal de establecer el origen de un incendio. Cuando los 

daños son tan extensos y tan severos como lo fueron en este 

caso, la posibilidad de determinar el punto exacto de origen 

de un incendio está sujeta a incertidumbre, así como la 

posibilidad de determinar la secuencia en la cual se crearon 

dichos patrones. En estas circunstancias, el origen y la causa 

del incendio deben basarse en las descripciones de los 

testigos, los datos del sistema de alarma, y un análisis de la 

evidencia física restante. 

 

“Podemos eliminar el clima como factor en la causación del 

Incendio… Podemos eliminar la posibilidad de una disposición 

descuidada de materiales para fumar como posible causa del 
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incendio… Podemos eliminar la posibilidad de un incendio 

premeditado o intencional… 

 

“Las posibilidades que no pueden eliminarse o establecer de 

manera concluyente con base en nuestra investigación y la 

evidencia física restante, en orden de probabilidad son: 

 

“Descomposición de uno, o una reacción involucrando dos o 

más, de los productos almacenados en la bodega de GMP que 

hayan generado suficiente calor para generar una ignición y 

seguir quemando. La bodega almacenaba más de cien 

productos químicos, varios de los cuales, individualmente o 

en conjunto, están susceptibles a descomponerse, reaccionar 

y encenderse bajo las condiciones y circunstancias correctas. 

 

“Juegos pirotécnicos que penetraron por el techo o por una 

ventana de las celebraciones que ocurrían en el barrio 

adyacente durante la noche del incendio. Varios de los 

testigos que entrevistamos reportaron observar estos juegos 

pirotécnicos antes del descubrimiento del incendio. 

 

“Una falla eléctrica que no pudo ser identificada durante 

nuestra investigación e inspección de la escena debido a la 

extensión y severidad de la destrucción del incendio. Los 

componentes electrónicos en su posesión y retirados por un 

experto anterior no mostraban evidencia visible o concluyente 

asociada con falla alguna a excepción de fuertes daños por 

fuego por exposición a un ambiente incendiado. Los daños a 

todos los sistemas eléctricos, paneles, conductores de 

distribución, y componentes que examinamos dentro de la 

escena parecían relacionados con una exposición al fuego y 



50 
 

no relacionados con su causa. La interrupción temprana de la 

energía eléctrica en el edificio antes de que llegara el 

departamento de bomberos, según lo reportó el guarda que 

descubrió el incendio, indica que la energía eléctrica a dichos 

componentes fue interrumpida en un momento temprano del 

incendio. 

 

“En resumen, con base en nuestra investigación de la escena, 

entrevistas con testigos (es decir, incluyendo bomberos que 

ingresaron a la bodega durante las primeras etapas del 

incendio), y en la examinación de los movimientos del fuego 

y patrones de intensidad y las evidencias físicas restantes, 

sólo podemos concluir que el incendio se originó en el lado 

oriental e interno de la bodega de GMP Químicos antes de 

esparcirse. El origen exacto y su fuente de ignición (es decir, 

su causa) no pudo determinarse de manera concluyente con 

algún grado de certeza científica con base en la evidencia 

física restante. 

 

“Una inspección de la bodega después del incendio, 

entrevistas tanto con los propietarios como con el gerente, y 

una revisión de las condiciones preexistentes basada en fotos 

recientes tomadas antes del incendio, nos indican que las 

operaciones de la bodega eran profesionales y que se 

preocupan por la limpieza, el orden y la seguridad. Las 

instalaciones eléctricas dentro de la bodega parecían haberse 

realizado de la manera apropiada y en años recientes. 

 

“La severidad y el esparcimiento rápido del incendio se debió 

a varios factores. El volumen y la naturaleza de los productos 

almacenados dentro de la bodega, después de encendidos, 
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permitieron que el incendio se esparciera con rapidez. Las 

cerchas livianas de acero que soportaban el techo sobre la 

bodega y los productos almacenados colapsaron rápidamente 

por la gran carga de combustible y la tasa elevada de 

liberación de calor de los productos almacenados en su 

interior. La ausencia de un sistema de aspersores o de un 

sistema de protección contra incendios permitió que el 

incendio se esparciera más allá de sus etapas iniciales” (folio 

153 y ss., cuaderno informes elaborados por Joseph 

Ellington). 

 

Y en el denominado Reporte Final de Hallazgos del incendio 

bodega GMP, coligió: “1. El incendio fue accidental. 

 

“2. El incendio se originó en el cuadrante suroriental de la 

bodega de GMP. 

 

“3. Se evaluó y eliminó una descomposición o reacción 

química de los productos almacenados dentro de la bodega 

como fuente posible de ignición del incendio. 

 

“4. Se evaluó la posibilidad de alguna falla eléctrica que 

implicara al servicio eléctrico, los panales, los circuitos de 

distribución, o algún componente que tomara energía de 

estos anteriores, y se eliminó como causa probable del 

incendio. 

 

“5. La fuente de ignición del incendio estuvo relacionada con 

un globo decembrino o mecha que impactó contra el techo, 

penetró una claraboya cubierta con vidrio en el techo, y cayó 



52 
 

hacía abajo encendiendo alguno(s) producto(s) en el interior 

de la bodega. 

 

“6. Una vez iniciado, el incendio se esparció rápidamente 

debido a la naturaleza de los productos altamente 

combustibles e inflamables almacenados en la bodega” 

 

Como soporte de las conclusiones y más precisamente, en 

relación con el informe elaborado por el experto Rafael 

Martínez, a solicitud de la Ajustadora Organización Noguera 

Camacho, entre otras consideraciones, adujo: “En su informe, 

el Sr. Martínez concluye que el incendio se originó al lado 

norte, cerca de la porción central de la bodega de GMP dentro 

de una unidad de aire acondicionado montada en la oficina en 

el 2º nivel del entrepiso. Su determinación del origen del 

incendio se basa en las características observadas de colapso 

estructural y del movimiento restante y observable del 

incendio y los patrones de intensidad evidenciadas por el 

impacto del incendio sobre los materiales tanto combustibles 

como no combustibles. 

 

“Él declara que el incendio no era “típico” con respecto a una 

evolución natural o normal, y que más bien se caracterizaba 

por calor desde arriba y desde abajo. Además dice que el calor 

descendiente de al menos ¾ partes de la bodega al sur (es 

decir, al occidente de nuestros diagramas), coincidió con 

varias áreas de almacenamiento incluyendo algunas que 

tenían productos de alta liberación de calor. 

 

“De acuerdo al Sr. Martínez, las cerchas de acero y hierro que 

soportaban el techo sufrieron un movimiento abrupto hacia 
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arriba por causa de una onda de presión positiva, causada por 

una deflagración o explosión, y que luego se colapsaron, 

cayendo sobre los productos almacenados en la bodega. Esta 

explosión de gases fue consecuencia de una acumulación de 

humo caliente debajo del techo que, a su vez, produjo una 

explosión generalizada dentro de la bodega. 

 

“El Sr. Martínez concluye que una falla de funcionamiento 

eléctrico que implicó a la unidad de aire acondicionado dentro 

de la oficina fue la fuente original de calor y que esa falla 

incendió los componentes de la unidad de AC, se extendió a 

los contenidos del cuarto, salió de la oficina, y generó 

suficiente calor y humo para crear un nivel estratificado de 

humo bajo el techo de la bodega que sobrepasó los 300 

grados C (572 grados F). Esta capa de humo calentó los 

tambores a nivel del piso. A medida que se incrementó la 

presión dentro de los tambores, comenzaron a liberar gases 

y vapores que eran más livianos que el aire. Estos vapores 

ascendentes alcanzaron la fuente de ignición (es decir, la 

oficina en llamas) lo cual dio como resultado una deflagración 

con la suficiente fuerza para ser descrita como “una 

explosión” por los testigos. 

 

“Con base en nuestro examen de los restos de la bodega 

dañada por el incendio, no creemos que las características del 

colapso estructural observado sean tan únicas como para 

poder determinar el punto exacto de origen del incendio sin 

tomar en cuenta otras evidencias. Al contrario de las 

observaciones del señor Martínez, la mayoría de los vapores 

emanados por líquidos inflamables son más pesados, no más 

livianos que el aire, y tienden a asentarse o a gravitar hacia 
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el nivel del piso a no ser que sean llevados hacia arriba 

mediante una ventilación natural o mecánica, o por efectos 

boyantes creados por el incendio o por columnas de llamas 

creadas por un incendio. 

 

“Un patrón de incendio es construido por cambios físicos 

visibles o medibles o por formas identificables formadas por 

un efecto de fuego o por un grupo de efectos de fuego. Los 

efectos de fuego son los cambios observables en o sobre un 

material como resultado de la explosión del incendio. Entre 

más tiempo queme el incendio y entre más complejos sean 

los combustibles, más difícil es interpretar el origen inicial 

únicamente con base en un análisis de los patrones de 

quema. La razón para esto es que los patrones iniciales 

creados al principio del incendio comienzan a traslaparse con 

otros patrones a medida que se involucran más combustibles 

y, eventualmente, son completamente destruidos por una 

quema continua. Al final del incendio estos patrones ya no 

son observables o medibles como lo hubieran sido si el 

incendio se hubiese extinguido en una etapa anterior. 

 

“Dada la severidad del incendio, y las alteraciones que ya 

habían ocurrido en la escena antes de nuestra llegada, solo 

pudimos concluir que el área general de origen del incendio 

ocurrió en el cuadrante suroriental de la bodega de GMP y no 

en la oficina en el nivel del entrepiso según lo sugiere el Sr. 

Martínez. Esta determinación se basa parcialmente en las 

características del colapso estructural que observamos en 

combinación con los patrones restantes de movimiento e 

intensidad del fuego. También toma en cuenta entrevistas con 

testigos que, antes del descubrimiento del incendio, 
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observaron el descenso de globos navideños al techo en 

cuestión y el hecho que las claraboyas cubiertas de vidrio en 

el techo estaban en su mayoría distribuidas directamente 

sobre esta área. 

 

“Las razones por la cual creemos que el incendio no inició ni 

evolucionó de la manera descrita son que la presencia de 

ventanas abiertas, al lado norte, a lo largo de la bodega y por 

encima del entrepiso, efectivamente limita la profundidad que 

podría tomar una capa de humo bajo el techo, y permitiría 

que dicho humo saliera al exterior y a la atmosfera externa. 

Además, las claraboyas cubiertas de vidrio en el techo 

superior se habrían fracturado antes de alcanzar una 

temperatura de capa superior de 300 grados C (572 grados 

F) y hubieran permitido que el humo y el calor salieran a la 

atmósfera externa. Por último, la naturaleza y el volumen 

limitado de combustibles disponibles dentro de la oficina en 

el entrepiso, por sí solos, no hubieran sido suficientes para 

crear suficiente energía calórica como para elevar la 

temperatura de una capa dentro del espacio y volumen 

mucho mayor de la bodega hasta el nivel de 300 grados C 

(572 grados F) sugerido por el Sr. Martínez sin antes implicar 

otros combustibles. 

 

“Aunque es difícil de predecir con precisión, la onda de presión 

real de una deflagración o explosión en las etapas iniciales del 

incendio probablemente habrían resquebrajado y desplazado 

las porciones más débiles de la estructura (p.ej. ventanas, 

tejas del techo, etc.) antes de causar un desplazamiento 

estructural de las paredes de mampostería. No hallamos 

evidencias, ni conocemos reportes de eventos así. 
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“Aunque hay poca duda de si ocurrió una deflagración, y con 

cierta fuerza, durante la evolución del incendio, en nuestra 

opinión no ocurrió ni en la secuencia ni de la manera descritas 

por el Sr. Martínez. Sin importar el área donde ocurrió el 

incendio o su fuente de ignición, después de involucrarse, 

varios de los combustibles son muy capaces de producir un 

evento de deflagración de suficiente magnitud y fuerza para 

crear daños significativos. 

 

“Por estas razones, no estamos de acuerdo que el origen del 

incendio ocurrió dentro de la oficina del entrepiso. Más bien, 

es más probable que el incendio se originara en algún otro 

lugar de la bodega antes de esparcirse a e implicar (sic) a la 

oficina. 

 

“Lo siguiente se consideró con respecto a la fuente de la 

ignición del incendio. Durante nuestro examen inicial de la 

escena el 29 y 30 de enero de 2009, y durante nuestra 

segunda visita el 17 y 18 de junio de 2009, examinamos el 

servicio eléctrico, los paneles y el cableado de distribución del 

edificio, además de los componentes dañados por fuego 

previamente retirados por el Sr. Martínez durante su 

evaluación original de la escena. Como lo declaramos en 

nuestro primer informe, una evaluación visual de estos 

componentes no reveló evidencia alguna que estableciera de 

manera concluyente que una falla asociada con estos 

componentes precedió y causó el incendio, ni siquiera de si 

estaban energizados en el momento en que ocurrió el 

incendio. 
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“…Al contrario del informe del Sr. Martínez, la unidad de Aire 

Acondicionado cuya falla se sospecha no estaba conectada a, 

(sic) ni recibía energía de la caja general de conexión eléctrica 

recuperada en la pared interna oriental de la oficina en el 

entrepiso. En su lugar, la unidad de AC estaba conectada con 

y recibía energía de un receptáculo eléctrico en la pared 

externa al exterior de la oficina y en el lado opuesto. El 

circuito que le suministraba energía a dicho receptáculo 

estaba encaminado por un conducto continuo (EMT) y 

alimentado por un panel en la esquina nororiental de la 

bodega. Este panel todavía estaba cubierto de escombros en 

el momento de nuestra primera evaluación el 29 y 30 de 

enero de 2009, y el Sr. Martínez nunca lo descubrió ni lo 

examinó. 

 

“Nuestra evaluación de los diagramas eléctricos de la bodega 

y demás documentación reveló que se habían re-cableado 

simultáneamente los circuitos de suministro dentro de la 

bodega que le suministraban energía eléctrica tanto a la 

oficina en el entrepiso como a los circuitos de iluminación en 

el lado norte en febrero de 2008, al mismo tiempo que se 

compró una nueva unidad de Aire Acondicionado y se instaló 

dentro de la oficina. En este momento, los circuitos más 

antiguos se abandonaron y se les cortó el suministro de 

energía eléctrica. 

 

“El nuevo trabajo e instalación se hizo de acuerdo a RETI, los 

Reglamentos Técnicos para instalaciones eléctricas que 

establecen las condiciones técnicas que garantizan la 

seguridad en el proceso de generación, transmisión, 



58 
 

procesamiento, distribución y uso de electricidad en todo el 

país de Colombia. Este reglamento es obligatorio y es 

gobernado por la regla NTC 2050, el Código Eléctrico 

Colombiano. 

 

“No observamos evidencias durante nuestra investigación de 

falla alguna asociada con el servicio eléctrico, los paneles o 

los circuitos de distribución del edificio, o con componentes 

asociados en estos circuitos que podrían relacionarse de 

manera concluyente con una falla o con una causa del 

incendio. 

 

“Durante nuestra evaluación de los componentes dañados por 

fuego y retirados por el Sr. Martínez (es decir, la caja 

eléctrica, secciones de cableado, etc.), no observamos 

evidencias concluyentes de falla alguna que hubiera ocurrido 

antes del incendio o que lo haya causado. Examinamos los 

restos dañados por fuego de la unidad de Aire Acondicionado 

instalado dentro de la oficina del entrepiso y no observamos 

evidencias concluyentes de una falla que hubiera antecedido 

al incendio o que lo hubiera causado. 

 

“Durante las etapas de limpieza y remoción del sitio el 9 de 

febrero de 2009, los contratistas que limpiaban los escombros 

del sitio recuperaron los restos de un globo navideño del 

interior de la bodega de GMP. Estos restos se recuperaron 

cerca del nivel del piso, cerca de la pared al sur, y en 

cercanías de la pared que separa las bodegas de GMP y de 

CY&F.  
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“…En nuestra opinión, la causa del incendio se relacionó con 

un globo navideño que impactó con el techo encima de la 

bodega de GMP, penetró por una claraboya cubierta de vidrio 

en el techo, y cayó encima de los productos almacenados en 

el interior” (folio 274 y ss., cuaderno informes elaborados por 

Joseph Ellington). 

 

Igualmente, el experto Joseph M. Ellington rindió declaración 

ante el Juzgado de conocimiento, donde no solamente ratificó 

y sustentó los informes que presentó ante la Ajustadora 

Organización Noguera Camacho y allegados al proceso, sino 

que los reconoció como de su autoría y frente a los colofones 

a los que arribó, señaló: “Reafirmo la conclusión. Yo llegué a 

la última conclusión, encontré 3 posibles causas del incendio, 

al final de la investigación eliminé la segunda, solo quedaron 

la tercera y la última. Durante la primera investigación 

encontré 3 posibles causas del fuego, la reacción de un 

químico que se descompuso, después de la investigación se 

eliminó; la segunda posibilidad fue un problema eléctrico, y 

después de la investigación, pude eliminarla; la última 

posibilidad, que fue el impacto del objeto que cayó al techo, 

no podía ser eliminada, y en mi opción fue la que causó el 

fuego. 

 

Asimismo, precisó: “… PREGUNTADO: Supo usted, tuvo usted 

conocimiento de que en la bodega de GMP existieran 

elementos de seguridad industrial que atendida la condición 

de material inflamable embodegado, impidiera o retrasara la 

propagación de fuego. RESPUESTA: No tenía, no había nada 

de seguridad industrial, por ejemplo; había extintores y en 

adición a eso, había detectores de humo, y detectores 
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infrarrojos que detectan el movimiento. PREGUNTADO: Sabe 

usted si alguno de esos elementos de seguridad industrial 

funcionó, operó. RESPUESTA: Sí, en mi conocimiento sí 

funcionaron. La alarma, la de censores, la compañía GMP 

detectó y reportó el fuego a la compañía de alarma, entonces 

llamaron a la seguridad y en ese momento escuché que la 

alarma se apagó, y antes de eso llamé al Departamento de 

Bomberos.  PREGUNTADO; Sabe si alguno de esos elementos 

de seguridad industrial diseñado para evitar la rápida 

propagación del fuego, funcionó automáticamente. 

RESPUESTA: Sí, eso fue lo que entendí. La persona de 

seguridad escuchó la alarma, la alarma no empezaba a 

funcionar sino había censor, y en el mismo momento él vio 

humo que salía del edificio, no llamas, solamente humo, él se 

fue al teléfono y llamó al departamento de bomberos, pero 

antes él recibió una llamada de la compañía de alarmas que 

había un incendio, y él fue el que llamó al departamento de 

bomberos. Tomó aproximadamente 10 minutos entre la 

llamada y que llegara el departamento de bomberos. En ese 

momento empezó a ver el fuego que salía del techo y él no 

escuchó o no vio ninguna explosión en ese momento, las 

explosiones llegaron mientras estaba el fuego. PREGUNTADO: 

En la bodega usted tuvo la oportunidad de verificar si allí 

había algún elemento de seguridad industrial que por sí 

mismo, funcionara automáticamente para evitar que el fuego 

se propagará rápidamente, atendidas las materias 

inflamables que estaban allí en bodegaje. RESPUESTA: Sí, 

porque tengo mucho conocimiento de estos aparatos, los 

detectores de humo y los infrarrojos están hechos para que 

automáticamente detecten alguna condición de fuego. 

Típicamente en este caso están conectados a un sistema que 
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cuando uno de los censores detecta el fuego, él le avisa a la 

compañía que está interviniendo la alarma. Sí hay sistemas 

que activan los surtidores de agua y deben estar conectados 

para que activen otros dispositivos, por ejemplo, en este 

caso, aparentemente estaban conectados a la alarma, uno de 

los censores detectó el fuego y notificó a la alarma y también 

activó la alarma dentro del edificio y ahí fue cuando el 

vigilante…” (folio 22 y ss., cuaderno 4, pruebas conjuntas, 

demandada y llamada en garantía). 

 

X) Declaración del señor Manuel Alberto Builes Hurtado, 

ingeniero electrónico y coordinador de proyectos de la 

compañía PC MEJÍA, empresa de ingeniería eléctrica que 

realizó las instalaciones eléctricas en la bodega ocupada por 

GMP; al efecto afirmó: “PREGUNTADO: Explique cuál fue el 

encargo que le hizo GMP a PC MEJÍA para sus instalaciones 

eléctricas, y qué participación tuvo usted en el diseño y 

ejecución de ese encargo, explique en detalle. RESPUESTA: 

El encargo básicamente era el diseño y la instalación de la 

parte eléctrica, de las instalaciones eléctricas para esa 

bodega, de acuerdo a unos requerimientos que nos presentó 

GMP. Entonces, el área de diseño de PC MEJÍA se encargó de 

hacer toda la parte de diseños y planos, yo no recuerdo quien 

era el encargado en ese momento de la parte de diseño. 

Nosotros recibimos unos planos y unas cantidades, y 

procedimos a planear y a ejecutar la instalación eléctrica. 

Nuestro alcance consistió en: la subestación donde estaba el 

transformador principal, la conexión en media tensión a la red 

de EPM, el tablero general de distribución que estaba ubicado 

en la misma subestación, el tablero de iluminación de la 

bodega, un tablero para las oficinas, y la instalación de la 
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luminaria. Se incluía además las acometidas para alimentar 

los tableros mencionados. PREGUNTADO: Diga si el diseño y 

ejecución se hizo conforme a alguna norma técnica que regía 

las instalaciones eléctricas, explique en detalle. RESPUESTA: 

Todo diseño y toda instalación eléctrica en Colombia, tiene 

que cumplir el Reglamento Técnico de Instalaciones Eléctricas 

(RETIE), y hay que demostrar el cumplimiento mediante una 

certificación por un tercero. Las instalaciones que ejecutamos 

fueron debidamente certificadas ante el CIDET. El certificado 

original expedido por el CIDET, se le entregó en su momento 

con el manual de mantenimiento de las instalaciones, a los 

propietarios. PREGUNTADO: Diga si Empresas Públicas de 

Medellín, intervienen antes para aprobar los diseños, o 

después de ejecutados, y de qué manera. RESPUESTA: Como 

parte del diseño se incluye: presentación y aprobación del 

proyecto de redes ante EPM, quien es la que con este proyecto 

aprobado, autoriza la conexión de la instalación a las redes 

de uso general que son de su propiedad. El procedimiento es: 

se aprueba el plano, se solicita las interventorías, se 

construye de acuerdo al plano, se legaliza y se conecta la 

instalación, se inscribe la medición de energía, y ahí termina 

la intervención de Empresas Públicas. Para lograr la conexión, 

Empresas Públicas, entre otros requisitos, exige la 

presentación del certificado RETIE, el chequeo del 

transformador, el chequeo del cable primario, y que el 

medidor de energía esté debidamente calibrado por un ente 

aprobado por ellos. PREGUNTADO: Qué medidas de seguridad 

se instalaron en la bodega, que exigiera la norma RETIE, para 

prevenir siniestros ocasionados por el suministro de 

electricidad, explique tan ampliamente como pueda. 

RESPUESTA: Los riesgos de la electricidad son básicamente 
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los cortos circuitos, entonces, en las instalaciones se utilizan 

lo que se llama los breakers, o protecciones 

termomagnéticas. Todos los cables instalados están 

conectados a algún tipo de protección termomagnética 

regulada con la corriente que es capaz de soportar el cable. 

Al momento de un evento, sea por sobre carga, o por corto, 

la corriente sobrepasa el valor de la protección, y hace que 

esta se dispare, aislando el paso de corriente para esos cables 

conectados a la misma. Se tienen 3 niveles de protección: un 

totalizador principal, que aísla toda la instalación; unas 

protecciones en el tablero de distribución, que protegen las 

acometidas; y unas protecciones a las salidas de los circuitos, 

que protegen los circuitos ramales que alimentan tomas o 

iluminaciones. Dependiendo de la magnitud del evento, lo que 

se espera es que actúen en orden secuencial, desde la de más 

abajo, hasta la principal. PREGUNTADO: Al cuanto tiempo 

reacciona este sistema en serie de breakers a partir de un 

eventual corto circuito. RESPUESTA: Debe operar en 

milisegundos, las protecciones deben operar en milisegundos. 

Al aumentarse la corriente superior a la corriente de trabajo, 

por un efecto termomagnético, hace que los contactos se 

abran y aíslen el circuito, no hay paso de corriente, entonces 

se suspende cualquier efecto del corto o de la subcorriente. 

PREGUNTADO: Dado el diseño y los materiales que utilizó PC 

MEJÍA conforme a la norma RETIE, qué posibilidades había de 

que ocurriera un corto circuito, y en caso de ocurrir, qué 

posibilidades había de que causara un incendio. RESPUESTA: 

Los cortos se pueden producir por múltiples causas. Los 

materiales usados en la instalación, todos eran nuevos, de 

primera calidad, y debidamente certificados. Si por alguna 

causa externa, un ratón, un tallón en los cables que dañe el 
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aislamiento, se puede presentar un corto, el cual debe ser 

rápidamente aislado por las protecciones. O sea, cortos 

pueden haber, pero para eso se ponen las protecciones. 

PREGUNTADO: Recuerda en qué año ejecutó PC mejía ese 

trabajo. RESPUESTA: Yo no recuerdo exactamente el año, la 

bodega estaba vacía y tenía unas conexiones, llamémoslo así 

antiguas, que hubo que reformar… sería hace 8 años… la 

verdad no estoy seguro. Las fechas se podrán comprobar 

trayendo los planos del proyecto de redes y los mismos planos 

que se le entregaron al cliente cuando terminó la instalación. 

Todas las instalaciones antiguas se retiraron. El mismo 

reglamento no permite utilizar materiales que ya han 

trabajado en otras instalaciones, a excepción del 

transformador, que al pasar las pruebas técnicas en EPM, se 

puede volver a utilizar” (folio 223 y ss., cuaderno 3, pruebas 

parte demandada). 

 

Del escrutinio, examen y análisis de las pruebas recopiladas 

se advierte que en el proceso no se acreditó que el incendio 

en la bodega de la demandada que luego se propagó a la del 

demandante, se originó por una avería eléctrica; más 

concretamente, en el aire acondicionado, en una oficina 

ubicada en mezanine dentro de la bodega de GMP, como lo 

concluyó el señor Rafael Martínez, especialista en 

investigación de incendios, con sede en Valencia España y 

quien fue contratado por las compañías de seguros 

responsables del pago del siniestro.  

 

Por el contrario, el experto Joseph Ellingtom, de la empresa 

Rimkus Inc. con sede en Houston Estados Unidos, quien 

posteriormente fue contratado por GMP, descarta como causa 
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del incendio el corto circuito y, en cambio, lo atribuye a un 

globo que cayó sobre el techo de la bodega del demandado; 

al efecto, descartó la hipótesis del incendio porque revisó las 

instalaciones eléctricas y cumplía con las normas técnicas 

establecidas para el efecto y no encontró irregularidades en 

las mismas; esto lo confirma el señor Manuel Alberto Builez 

Hurtado, ingeniero electrónico, coordinador de proyectos de 

la compañía PC MEJIA, empresa de ingeniería eléctrica que 

realizó el cambio de todas las instalaciones eléctricas en la 

bodega de la demandada, cumpliendo los estándares de 

calidad y con los requisitos técnicos que tiene reglamentado 

en Colombia RETIE  y con soporte en diseños y planos 

debidamente aprobados por Empresas Públicas de Medellín; 

incluso, afirma que allí existían mecanismos para evitar cortos 

circuitos y que estos generen incendios, entre otros, como es 

la existencia de breakers, que se disparan en milésimas de 

segundo evitando la generación de conflagración; dijo que no 

recordaba cuando se había hecho el cambio de instalaciones, 

pero consideró que había transcurrido un tiempo de ocho 

años para el momento en que rindió la declaración.  

 

En efecto, en el proceso no existe prueba de que 

efectivamente se presentó un corto en las redes de energía, 

como la afirma la demanda y que dio lugar al incendio y a los 

daños, cuya reparación se suplica, lo que pone de presente 

que la parte demandante no cumplió con la carga de la 

prueba, que cabalmente dé cuenta que la parte demandada 

fue la que causó el daño, circunstancia que por sí sola es 

suficiente para negar las pretensiones de la demanda, sin 

necesidad de otras consideraciones.  
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Incluso, las pruebas recopiladas, escrutadas y examinadas 

excluyen esta hipótesis y, por el contrario, existe prueba de 

que la conflagración fue originada por un globo; pues el 

experto Joseph Ellingtom, así lo concluye en el informe que 

rindió y que ratificó en este proceso en declaración que rindió 

en primera instancia durante el periodo probatorio; pues a 

más de que no encontró irregularidades en la instalaciones 

eléctricas que habían sido cambiadas en el 2008, ni rastros 

del corto circuito, dijo que varios testigos informaron que en 

la noche del 14 de diciembre de 2008, cuando se generó el 

incendio, en las festividades navideñas, vieron caer globos 

sobre los techos de las bodegas; incluso,  afirmó que durante 

la etapa de limpieza del sitio, el 9 de febrero de 2009, los 

contratistas que limpiaban los escombros recuperaron los 

restos de un globo navideño en el interior de la bodega de 

GMP. Incluso, uno de los testigos que dio cuenta de la caída 

del globo, fue el señor Gabriel Jaime Bedoya Aguirre, jefe del 

cuerpo de bomberos que atendió el siniestro.   

 

Incluso, el testigo Carlos Eduardo Noguera Camacho, Gerente 

de la Ajustadora Organización Noguera Camacho, dijo que 

Suramericana de Seguros y Seguros Comerciales Bolívar se 

abstuvieron de subrogarse o repetir en contra GMP y Mapfre 

Seguros porque la causa precisa del incendio no era clara.  

 

Ahora, se pudiera pensar que en el libelo demandador 

también se planteó como hipótesis el almacenamiento 

inadecuado de productos químicos por parte de la 

demandada, lo que originó la conflagración; pero, si en forma 

amplia se interpreta la demanda en este sentido, lo cierto es 

que brilla por su ausencia la prueba de este hecho; es así 
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como el experto Joseph Ellington concluyó que el incendio no 

tuvo como origen o causa la reacción de los productos 

químicos almacenados en la bodega del extremo pasivo, a lo 

que se agrega, que esta hipótesis aparece desvirtuada con la 

prueba que viene de escrutarse, que da cuenta que el 

incendio se generó por la caída de un globo, con lo cual quedó 

acreditada la causa extraña invocada como excepción por la 

defensa.   

 

Se pone de presente, que por sustracción de materia no es 

necesario abordar el examen y análisis de los demás 

extremos de la responsabilidad civil extracontractual 

invocada, porque la prosperidad del reseñado medio de 

defensa, es suficiente para desestimar la totalidad de las 

pretensiones de la demanda, sin necesidad de otras 

consideraciones. 

 

Conclusión: Se revocará la sentencia de primer grado y, en 

su lugar, se acogerá la excepción denominada causa extraña, 

propuesta por el extremo pasivo y, consecuentemente, se 

desestimarán las pretensiones de la demanda. 

 

Se condenará a la parte demandante a pagar las costas en 

ambas instancias a favor de la demandada. Como agencias 

en derecho en segunda instancia, se fijará la suma de 

CUATRO MILLONES DE PESOS ($4.000.000), que equivale a 

cuatro (4) salarios mínimos legales mensuales vigentes 

(Acuerdo PSAA16-10554, del 5 de agosto de 2016, expedido 

por el Consejo Superior de la Judicatura), que se liquidarán 

conjuntamente con las de primer grado. Las agencias en 
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derecho de primera instancia serán fijadas por el señor juez 

a quo. 

 

IV. RESOLUCIÓN: 

 

A mérito de lo expuesto, la SALA SEGUNDA DE DECISIÓN 

CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia 

y por autoridad de la ley, 

 

F A L L A: 

 

1. Por lo dicho en la parte motiva, se revoca la sentencia de 

primer grado y, en su lugar, se declara la prosperidad de la 

excepción propuesta por el extremo pasivo denominada 

causa extraña. 

 

2. Consecuente con lo anterior, se desestiman las 

pretensiones de la demanda. 

 

3. Se condena en costas a la parte demandante a favor de la 

demandada en ambas instancias. Como agencias en derecho 

causadas en segunda instancia se fija la suma de CUATRO 

MILLONES DE PESOS ($4.000.000), que equivale a cuatro (4) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes (Acuerdo 

PSAA16-10554, del 5 de agosto de 2016, expedido por el 

Consejo Superior de la Judicatura), que se liquidarán 

conjuntamente con las de primer grado. Las agencias en 

derecho de primera instancia serán fijadas por el señor juez 

a quo. 
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4. Devuélvase el expediente al lugar de origen. 

 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE 

 

Los Magistrados 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

      

RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 

 

 

 


